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INTRODUCCION 

Is de sobra conocido el deapresti~io acarreado a la ju_! 
t1cia de nuestro pa{s por las tacilidades otor~adae por las legi!_ 
laciones civiles de algunas entidades federativas, a quiénes . les 
resulta d1tÍc11 obtener la disolución de eu vínculo matrimonial,• 
1a por que su país de ori~en no ad.mita el divorcio vincular, o • 
porque las causales concedidas para obtenerlo sean limitadas en • 
extremo •. 

Recientemente, en junio de 1966, la le~islatura local • 
del Estado de Sonora retonnó el párrato se~ndo del Art!culo 96 • 
del Código de Procedimientos Civiles que impedía la prórro~a de • 
competencia terriorial, tratándose de acciones del estado civil,• 
concediéndola ahora por sumisión expresa de las partes ante el • 
Juez. 

Dado que la prórrol!'!a de competencia no presupone que • 
las partee o una de ellas establezcan su domicilio en el Eetado,• 
previamente a la solicitud de divorcio, tal circun!tancia lo ha • 
llevado a tormar al lado Estados que como ~torelos, Tlaxcala y Ch,! 
huahua han pennitido ese comercio escandaloso, en detrimento de • 
la ima~en de la Justicia de nuestro pa!s en el extranjero; no ob! 
tante que tl mismo le~islador había puesto rin a tal situación, • 
mediante la p:romu1,ac1ón de la le~islación civil y procesal civil 
en 1949, que vino a abro~ar la Ley de Divorcio del Estado, del 22 
de abril de 1932 que la pennit!a por sumisión expresa y tácita de 
las partes y que al 1~ual que en el Estado de Chihuahua, consti•• 
tu{a un medio dt arbitrarse in~resos. 

11 objeto de este trabajo, que no tiene la preten!iÓn • 
de aportar al~una novedad sobre el part!cular, ea Únicamente se~!. 
lar lo que a mi juicio representa un serio retroceso de la le~ie• 
lación procesal civil vi~ente en el Estado, pues la reto1'!na pasó 
por alto no solo los precedentee le~islativos apuntados, si~o los 
prtnc1p1os internacionalmente admi t1dos en ~},~ ~··~~~i. ª·'t tanto por 
la doctrina como por lae convenciones inte"'c:~ona1e,·~·"' 

~:,fit·.' ....... ~ f>:,.;, '.-··{ ,' : 
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J>MSION DE POJ>!RBS Gr. \) r P.~ S \\() 
f~CULí ~D -

s 'é. \¡\ 1ti~\\1 o 
El Bitado Modemo 11ur,1ó en el Renacimient~ ~ ti~~Jl -

or!~ene11 en lae Ciudades República del ~Qd~1 ~l~~~~a. -llUI 

Pué precisamente Nicolás Maquiavelo, nativo de Plorencia, 

quién por vez primera empleó en eu Obra "Bl Príncipe•, el vo• 

cablo Betado para deei,nar a esa nueva entidad con caracteres 

propios y diet1ntoe a 101 de las or~anizacionea pol{ticae que 

le precedieron. 

En e1a época, dice Heller, •a consecuencia de la• 

concentración de loe instrumentos de mando militares, burocr,! 

ticoa 7 económicos en una unidad de acción política •fenómeno 

que ae produce primeramente en el Nol'te de Italia, debido al 

mi1 temprano desarrollo que alcanza all{ la economía moneta•• 

rla• eur~e aquel monismo de poder relativamente estático que 

diterenc!a de manera característica al Estado Moderno del Te• 
(1) 

JTS.toJ'io Redi••a1•. 

Btectlv111ente, en el litado Peudal, or~anlzado en • 

eataaento1 1nte11:Ndo1 por el clero, 101 aeftore1 teudalee Y la 

ba._..e1{a de 1a1 cludadea, el poder 1e encontraba de1centNl! 

aado 1 dl1pel"IO en cada uno de elloe, 101 que ejercían en fo! 

.. prl•ada, tunclone1 con11derada1 actualmente como pÚbltcae• 

1 que c011Ptten exclu11vamente al Bitado; as{, diepon{an de • 

tl'ibun&lea, ej'1-clto, admlnl1traclón hacendaria propia, etc. 

(1) Re,.. ... ltller,• Teoría del litado.• 3a, ldlclón.- •• 
.,_,, 1•5.• Jondo de Cultura lconómlca,• M'xlco 1942, 
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Pero al re1vindicaree esoe medios de dominación por 

el rflJ, qui'n al mismo tiempo romp1Ó en definitiva con el va• 

eallaJe que deb!a al Emperador, como reminiscencia del Impe•­

rio Romano, ee perfilaren las monarqu!ae que, como Prancia ~ 

lepafta, Y1n1eron a constituir el prototipo del Estado Moder-

no. 

Coneecuentemente con esa realidad histórica, Heller 

ha podido decir que "ll poder del Estado tiene que ser, desde 

·~ punto de vi1ta del derecho, el poder pol!tico supremo, 1 -

desde el punto de v1eta del poder, el poder pol!tico normal-­

mente máe ruerte, dentro de su territorio, ¡naes de lo contra• 

rio .ni ee~ soberano ni poder del Estado". <2> 

Ahora bien, si como hemos vieto, actualmente el po• 

der del letado ee uno, como corresponde a eea unidad de ac• -

ci6n pol!t1ca que • ••• se hace poeiblt ~rac1as a la acción de 

••ó.,..anoe e1p1c1111e••, consecuentemente d1ri~ida hacia la • 
•e (3) 

formación eficaz de unidad"; sin embar~, dada la ~ama • 

tan variada de lae relaciones en que intervienen los titula-­

rea del mi1mo, deben delimitarse 1u1 respectivas esteras dt -

acción, con el fin de prev11r 1 evitar 111 eventual•• invasl~ 

' nea rec!procae dt poder, sobre todo al con1iderar que •1a dl• 

viliÓn de poderee de caracter or,anizatorio1 tiene solo como 
<•1 tin el ~arantizar la 11guridad Jurídica•. 

(2) Htl'll&nn Helltr,• Ob, cit.• P••· 274. 
(3) Hermann Htller,• Ob. cit.• pa~. 142. 
(4) Hermann Helltr,• Ob, cit.· pa~. 248. 
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Ya Aristóteles había captado la diversidad de or~a­

nos depositarios der poder del Estado y en este sentido es el 

exponente más remoto de la Teoría de la División de Poderes;­

dec!a en la Política: "Todo gobierno se compone de tres par-­

tes cuyo interés y conveniencia debe consultar el buen.legis• 

lador •••. Una de esas tres partes es la que se encarga de de• 

liberar sobre los ne~ocios públicos, otra ejerce las ma~istr~ 

turas, siendo preciso determinar cuáles son las que han de es. 

tablecerse, cuál debe ser su autoridad especial y cómo hay -

que eledr los ma.,.istrados. La tercera es la que administ1·a -
- (5) "' 

justicia". 

Pero es a Locke y a Montesquieu, sobre todo & e1. 

te Último, a quienes corresponde el mérito de haber desarro•• 

llado la teoría científicamente, dándole aspecto jur!dic·o, El 

primero d1st1n~!a tres poderes: el le~islativo, el ejecuti 

vo y el federativo •derecho de hacer la paz, la ~uerra y -

los tratados•. De elloe, los dos primeros debían estar sepa­

rados porque, se~Ún Locke, "para la fragilidad humana la ten­

tac16n de abusar del poder sería ~uy grande si las mismas per 

sonas que tienen el poder de hacer las leyes tuvieran tnmbién 

el poder de ejecutarlae; porque podrían dispensarse entonces• 

de obedecer lae leyes que ronnulan y acomodar la ley a su in­

terée privado, haciéndola y ejecutándola a la vez, y, en -

consecuencia, llegar a tener un interéz distinto al resto qe 
(6). 

la Comunidad, contrario al fin de la Sociedad y del Estado". ____ ,_ 
(5) 

(6) 

Arht6telee,• La Política.• Libro Sexto, Cap. XI.- Colecci6n 
Auetral de !spaea Cnlpe Arr,ent1na, 
Tena Rnm!rez P.• Derecho Constitucional Mexicano.• 2n. Ed1c. 
M•b1co 1949, 
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A su vez, Montesquieu elaboró su teoría ante la in-­

quietud que producía en su ánimo el desarrollo de las institu• 

ciones parlamentarias de Prancia e Inglaterra; pues mientras • 

que en ésta las cámaras adquirían mayor importancia y predom1• 

nio rren~e al Rey, en aquélla sucedía lo contrario, adviniendo 

el Monarca como titular nato del poder de~ Estado y, por tan• 

to, equiparable a éste, a tal punto que Luis XVI lo expresó en 

forma elocuente con eu célebre frase "El Estado soy Yo", Ante 

tal 81tuación, "Montequ1eu reputó que era necesario ase~ur~r • 

entre los dos poderes del Estado una condición de equilibrio e 

instaurar a tal fin la división entre los mismos poderes con • 

objeto de impedir a cada uno de ellos exceder los límites de • 
. (7) 

su propia competencia". 

Obrando en consecuencia, concibió la división de po• 

deres en: legislativo, ejecutivo y Judicial; pero en tal rorma 

or~anizadoe, que al considerar a cada uno de ellos como l!mite 

y contrapeeo del otro, excluyó la posibilidad de su colabora•• 

ción; lo que desde luego ocasionaba el enerbamiento de la act,! 

vidad del Estado, por cuyo motivo, aunque aceptado por las - • 

Constituciones de Francia y Estados Unidos, rué moderado su • 

criterio en elaboraciones posteriores de la doctrina, hasta • 

darle la elasticidad indispensable que hiciera posible la col!, 

borac1Ón de los poderes. 

(7) •H'op11ll1 Ale:::~andro.- Doctrtnu Oencr·.:il del Estado.· Trad. 
1:lc 1\lbt'rto V;1::".qHP:'. dt>l M~·r<::\do,• pa1r. :''.:O.~ México 19114, 

. ,'. 

!; 
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Actualmente " ••• no puede aceptarse ya la existen-­

cia de tree poderes distintoe, independientes e iguales, aún 

con el fin de ~arantizar la libertad política por medio del -

control o la resistencia de un poder contra otro en beneficio 

de los derechos de los ciudadanos, porque por enc~~:r~~~~ 
fin tan alto que puede alcanzarse por otroe medios, !~:rfd~~·~'- .:

1
·• 

hOJ un principio capital que constituye el punto cu1i[~~n~~6tJ::J.i 
• "\. '_·;, ....... \ ~-~::'/ . .J. .. 

del sistema estatal moderno: El principio de la unidad del -
· • . .n.r oc ~i;: cHQ Eetado. Y esta unidad no puede ser @:arant1zada ma,~r·~~e¡~)..W~ •· ,_ 

• f ( ·' , - - •l ~ 1\ \ o 
dicion de que entre la multiplicidad de autoridades y iá 'e~pé 

Ct 
c1a11zación de lae competencias de cada una de ellas, resu:!..t~l\i\~G\Ott~L 

Gc~c ~ nu ,,, , 
la or~anización del Estado combinada de tal manera que ten~a-

~ (8) . 
como resultante una voluntad unitaria". 

En etecto, así es, pues como afirma Daniel ~oreno -

en su S!nteeis de Derecho Conetitucional: "Si los tratadis•• 

tas modernos han lle~ado a la conclusión de que existe en el• 

Estado unidad de poder, al mismo tiempo que eepec1alizac1Ón y 

diterenciaclón de tunciones, la tésis que muestra conet1tu• • 

ción consagra es la de la división de poderes, estableciendo• 
(9) 

a su vez al~naa excepciones que le dan cierta elasticidad". 

Sobre el particular cabe decir que desde el Decreto 

Conetituc1onal para la Libertad de la América Mexicana de •• 

181-, et adllltti6 en nuestros c6di~os políticos el principio • 

enunciado 1 actualmente nuestra Carta P'Undamental lo consa~ra 

(8) Lanz Durtt Miguel.- Derecho Constitucional Mexicano, 4a, 
ld1ci6n, pa~. 11.• México 1947. 

(9) M~reno Daniel.• Síntesis de Derecho Constitucional.• UNAM,• 
México 1965. 

1 

I· 
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en su Artículo 49; pero no en la fonna tajante propuesta por 

Montesquieu, sino con la flexibilidad necesaria que ha~a posl, 

ble la coordinación de los poderes; baste se~alar las excep• 

ctones que contienen los Artículos ~9. 76, Fr. VII y 89, • 
Pr. X, al atribuir al Ejecutivo Facultades extraordinarias -

para legislar en los casos excepcionales a que se refiere el 

primero de los preceptos; pennitir que el Senado se erija en 

aran Jurado para conocer de los delitos o~iciales de los .f'un• 

c1onar1os con tuero; o al hacer necesaria la intervención de · 

dos poderes en la celebración de tratados. 

Es por ello que nos vemos precisados a hacer aunque 

sea una breve referencia a la teoría de la división de pode·­

resJ como imprescindible preámbulo al presente trabajo, pues • 

nos conducirá a determinar el objeto propio de la función que 

corresponde al Poder Judicial, para, de ésta manera, colocar• 

nos en el campo en el cual se plantean los conflictos compe•• 

tenclales que eurgen en las entidades federativas que admiten 

la prórro~a de competencia territorial, entratándose de acio• 

nea del estado civil de las personas. 

-------------- . -------------~ 
Establecido lo anterior, .import~ ee"alar el contenl, 

do propio de la tunc1Ón que deearrolla cada uno de loe pode•• 

ree, entendiendo por tales "tae d1vereae act1v1dadee del Es• 

tado, en tanto constituyen manifestaciones d1terentee, modoe 
de ejercicio variados del poder estatal". (lO) 

(10) carré de Malver~ Raymond.• Contribution a la Theor1e O,! 
nernle del'!stat.• Parle 1920. 

1 

L 
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Excedería los límites de ésta tésie hacer el aná11-­

s1s de cada una de esas f'unciones, por ello noe concretaremos­

Únicamente a enunciar la le~1slativa y ejecutiva, exponiendo -

las opiniones de tratadistas de la materia, ~~pliando desde -­

lue~o el estudio de la f'unción jurisdiccional,por ser f'undame!l 

tal para los fines de éste trabajo. As{ nropalll define la -­

tunción legislativa. como "la activid.ad del Estado que se c.on­

creta en la formación y creación de las nonnas jurídicas que • 

reglamentan la organización del Estado. el f'uncionamiento de -

sus Ór~anos y disciplina las relaciones entre el Estado y los 

Ciudadanos y de los Ciudadanos entre sf. El mismo autcx• no!' -

dice que por función administrativa, "como se entiende actual• 

mente, es una actividad muy compleja y comprende tanto la act! 

vidad puramente ejecutiva, es decir, tendiente a la ejecución­

de las leyes 1 contrapuesta a la t'unción le~islativa, cuanto a 

la función administrativa verdadera y propia que tiende a sa•• 

tisfacer los intereses y las necesidades de la colectividad, • 
. (11) . 

ae! como la tunción de dirección del Estado". 

Plnalmente la jurisdiccional es la función que ejer­

ce el Betado cuando adllinistra justicia por conducto de los ó.,t 

ganoe que inte~ran el poder judicial. Mediante ella "trata de 

realizar la •igenc1a efectiva de l~ norma jurídica violada o -
'12) 

deaconoclda por loe particulares". lo que desde luego ha• 

(11) 
(12) 

Oropall1 Aleeeandro.• Ob, c1t,- pag. 223, 
Becerra Bautista José.· El Proceso Civil en México,• L! 
bro I.• pag. 17.· Edit. Jue,• México 1962. 

r 
¡; 

l. 
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ce presumir la existencia de una eituación de contl1cto, o -

cuando menos que '•te sea potenc tal, e iendo Poi" tanto ilq)era• 

t1va la intervención de 101 6r~anoe Juriedicci~nale1, para • 

evitar que loe particulares se hagan Juet1cia pOZ" au propia • 

mano. 

"11 Estado, dice URO Rocco, tiene para la conaecu-­

ción de eue tines eobre todoe los miembros de la colectivi­

dad, un poder aupremo, un seftor1o, al que corresponde en loe -

particulares un estado de subordinación o dependencia. lsta• 

relación de mero hecho, ee ha tranatormado en el lstado ModeJ:. 

no en una reltción Jurídica, en cuanto el letado, re~lando • 

con normas ~enerales eu conducta trente a loa part{culare1, o 

sea, tutelando aún trente a ei mismo 101 1ntere1e1 de 101 pa,¡: 

t{culare1, ha eometido a 11mitacione1 el eJerclcio de dicho • 

poder. S1n embargo, el !atado reconoce derecho• 1ubjet1YO• • 

de 101 partícularee, lo que implica, en determinada• circun1• 

tanc1aa4 que el Bitado e•t' obU~ado a hacer 1 en otra1 a no 
\13) 

hacer•. 

Dtede luego que esto reeulta evidente en un regilllen 

de derecho collO el nueatro, pues de1plazad1 la tuerza como m,! 

dio de zanjar los cont11ctos, queda a 101 a11111bro1 de la COlllJl 

nidad humana que integra el litado 1 que conatlture el centro 

de imputación del derecho positivo del ll11.,, la Única alter­

nativa de acudir a loe ór¡ranoe creado• previamente por '•te • 

para dirimir 1u1 eontlictoe. 

(13) Citado por Becerra Bautista J,• Ob, cit.• pag, 18. 

1' 

1 

1: 

' r 



Tales contlictos deben reeolveree eficazmente, ciel:. 

ta 7 sin lugar a dudas, incluso contra la voluntad de quiénes 

se resistan a acatar sus mandatos, puesto que para el cabal -

cumplimiento de eu tunción, loa referidos ór~anoe cuentan con 

la tuerza incontrastable del Eetado; por donde reeulta una -. . 
obli,ación ineludible para éste y como uno de sue fines, la -

administración de justicia, medio idóneo, entre otros, para -

lo~rar la paz social, 

Al respecto Couture sostiene lo si~uiente: "ta ac­

tividad de dirimir conflictos o decidir controversias es uno• 

de los f1nee primarios del Estado, Sin esa función, el Esta­

do no se concibe como tal, Privados loe 1nd1v1duoe de la fa• 

cultad de hacerse justicia por eu mano, el orden jurídico les 

ha investido del derecho de acción y al Estado del deber de -
' (lli) . 

juriadiccion". 

A re1erva de examinar más detenidamente la natural,! 

za, elementoe 1 caracteres de la función jurisdiccional en el 

capítulo que ei~e, nos conrorm&Jnos por ahora, con apuntar su 

contenido, su objeto propio, en forma esquemática, 

JUSrIPICACION TIORICA DI LA POTESTAD DEL BSrADO 

PARA IJIRCIR LA JURISDICCION 

Las tree tunc1on•• acabadas de mencionar 1 a través 

Couture v. lduardo.• Punduentoa del Derecho Procesal Ci 
vil.• 3a, Id. po1t-wiortem,• pa~. 36,• Roque Depalma Jdi': 
tor.• !lleno• Airea 1958, 

\ 

1 
f 
F 
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de 118 CÚlh •l letado cuapl• au cometido. ion eu.naci6n pu• 

ra 1 evidente de eu eoberema. La 1obeNn1a ee caracteríet1• 

ca e1encial del letldo Rodtrno. 11 concepto •uttRiÓ aparejado 

con el nac1aiento de éete 1 como p&N Juetiticar ideoló,ica-­

•ente la rtivincUcación. d•l poder por el re1, de quiénee hat• 

ta entonce• lo habían detentado& la Igleeia 1 el Imperio, • 

loe 1eftore1 feudal•• 1 la• corporaclonee, lo~rando a1! conce.n 

t1'9r o aglutinar en 1u persona todo el poder del letado. 

Sodino tué quien prillero ee percató de esta c1rCl1D,!. 

tancia 1 ae! pudo detinir al litado como •tJn Oobierno justo • 

de 11Uchae taa111ae 1 de lo que ee común a éatas con potestad 
. (15) 

soberana•. A partir de entoncee, ea decir, desde que por 

primera vez ee .. pleó el concepto de soberanía como atributo 

del litado 1 hasta la techa, la doctrina no ha lle~ado a obt! 

ner un criterio un1tor11e acerca de eu naturaleza 1 atributos. 

Para el objeto de nueetro estudio, basta aludir al 

cencepto de 1oberanía que predomina en la doctrina europea, -

puesto que ea en ella donde ae ha planteado el problema con • 

una .. 10r 111Plitud 1 examinado con maror acuc1oc1dad, 111! pa­

ra Ibertng •ea una potestad que .. t, 1obre toda otra autor1• 

dad dentro del litado. Para Jell1nek ai,n1tica •1a ne~ación 
de toda 1ubord1nac1Ón o 11111tac1Ón del litado por cualquier• 

otro poder. Ca~ de Malbtrg la concibe cOllO • ••• una potes• 

tad que 1• ejerce 1utor1tar1 ... nte por •1 litado 1obre todo•• 

(15) llod1no.• Lea aix llvree d• la ft""1bllca. 

1 

1 
1 
! 
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1· 
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101 individuo1 que torman parte del ,rupo nacional r. final­

mente, para Bermann Heller •1a soberanía ea la cualidad de -

la independencia absoluta de una unidad de voluntad trente a 

cualquier otra voluntad decesoria univereal efectiva~. 

· De la1 det1n1c1onea anteriorH se desprenden lae c!. 

racteríettcae esenciales del poder aoberanoJ eer independ1e~ 

te '1 aupremo, 

Indtpenditnte en cuanto ae considera al poder sobe• 

rano del litado desde el punto de vteta de aue relaciones con 

las unidades de poder que inte,ran la coD1Un1dad 1nternac1onal, 

Pranz Von L1zt ha podido eoetener que •de la idea tundamen•• 

tal del Derecho Internacional se deduce el reconocimiento re• 

c!proco de cada litado dentro de su juriad1cc16n, Los 1Ím1•• 

tea de esta juri1dicc1ón titán dttt!'ll1nado1 ,eo,~t1camente • 

por tl te1'2'1tor1o del litado 1 ptreonalmente por la población 

del •1smo, ta autoridad independiente del lstado ee maniti•.! 

ta pues, 1nternac1onalmtnte, dt una parte, como 1oberan{a te• 
(16) 

rr1tor1al, de otra, como 1oberan!a 1obre las per1onae~. 

~uprtllO, en cuanto la potestad del Betado 1e ejerce 

en tonna txclu11va dentro dt 1u territorio 1 ee man1fitata al 

re1olvtr todo• 101 contl1ctoe que 1e 1uec1tan. pud1tndo 1ncl.!!_ 

10 1aponer 1u1 dec11ione1 dentro de 1u territorio a todo1 loe 

habitantte, eean nacionales o extranjtro1, lo cual ha 11do ei_ 

(16) Lizt Pranz Von,• Derecho Internactonal PÚbl~co,• Pa,, 
119.• !laretlona 1929. 

. " 
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preeado por Ch1ovenda en fo!'llla e1ntét1ca 1 clara: •En cuanto 

func16n de la eoberan{a, la jur1ad1cc16n alcanza haeta donde• 

alcance la 1oberanía. Pero, e1endo la jur1ed1cc1Ón actuación 

de la le7, no puede haber aomet1m1ento a la jur1ad1cc1Ón sino 

donde pueda haber eomet1m1ento a la ley. De ah{ puee, que C.2, 

mo el m1emo autor eeftala, •e1 ejercicio de la juried1cci6n -

eetá, por conei~1ente, inttrnamente unido a la idea del terr1 -torio del Jetado. In coneecuencta, todos aquéllos, nac1ona•• 

lee o extranjeros, que ee encuentren dentro del territorio • 

del Jetado, titán potenc1almtnte eomet1doe a eu jur1ed1c• • • 
(17) 

ci6n•. 

Lo antes expuesto noe lleva a la necesaria conclu•• 

s1Ón, de que la jurisdicción •• la expresión del poder eober! 

no del litado, quién ee ha al'l'O~ado aquella función en forma• 

exclusiva, imponléndoeela como un deber; ello resulta evide!l 

te del texto del Artículo 19 del C6d1'° Civil de Sonora (1déD 

tico al Artículo 18 del C6di'° C1v11 para el Distrito 1 Terr! 

torioe Jederale1) que d1ct lo 1i,u1ente: "11 silencio, obecu -ridad o insuficiencia de la le7, no autor111 a loe juecee o • 

tribunal•• par9 dejar de resolver una controve:T.'11••. O sea, • 

que en todo caso deben reaolverat loa contlioto1 que ee euecJ. 

ten entre 101 habitantes del país, 1ean nacionales o txtranj.! 

n»1, pu11 dt otra manera quedaría la alternativa de dejar a • 

elloe la 1oluc1ón de aue conr11ctoe, lo que resulta 1nadm1e,! 

ble en tl litado actual. 

(17) Chtovenda 01uaeppt,• Inat1tuc1onee de Derecho Procesal 
Olvll.• la. tdic, par. 35,. Madrid 1940. 
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IL S IS'l'DIA 1BDERAL 

Ahora bien, en nuestro pa{s, ese deber de jurisdic• 

c1Ón lo ejerce el lstado·en la estera de competencia de las• 

entidades federativas 1 en la del poder central; por virtud•· 

de que nuestra Carta Pundamental adoptó el sistema federal c~ 

mo forma de gobierno en su Artículo 4o, al establecer que la 

nuestra es una República Democrática Repre!entativa y Pederal. 

Dadas lae limitaciones de este trabajo, noe concretaremos Ún! 

camente al estudio de éste Último en tol'lla somera, por consi• 

derar que •tos conflictos de leye! propias al ámbito intern! 

cional, se repiten en la estera local de los eetadoe federa-­

les 1 crean problemas de loe cuales derivan situaciones rea-­

les, que todos los d{as, en una forma u otra, ataften a cada • 
(18) 

uno de noeotros•. 

11 eisten:a federal tuvo su oriC'.'en histórico en los• 

Estados Unidos de América, pues al culminar la ~uerra de 1nd!_ 

pendencia de lae trece colonias in,.1e1a1, contra la Y.etrópol1, 

y tras de repetidos intintos de unificación en el articulado• 

de la Confederación y Unión Perpetua que entró en vi~or en •• 

1781, previa la rat1ticaci6~ de todos los lstado1, rué admit! 

do definitivamente por la Conetltución Pederal, después del • 

fracaso de aquélla. 

(18) S1que1ros Joel L.· Los Conflicto• dt Lt1•• en •1 Sis• 
tema Con1tltuclonal Mtxlcano.• pa~. 13,• Un1••re1•• 
dld dt ChlhulhUI 1957. 

.,.·_--;<'.') .. 
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11 Maestro P. Jorge oaxiola, en BU interesante obra 

titulada •Algunos Problemas del Estado Pederal", después de 

analizar las circunstancias históricas que concurrieron en el 

nacimiento de la federación en Estados Unidos y México, ma­

nifiesta que en áquel rué producto del acuerdo de Estados So­

beranos, los que renunciando a cierto número de facultades y 

atribuciones que originalmente les correspondían, convienen a 

constituirse en federación, cediéndolas a ésta y reservándose 

las restantes; mientras que en nuestro país el proceso rué • 

inverso, pues del Estado unitario que era se tranatonna en f,! 

deral, operándose una verdadera descentralización. 

Pero además, fija sus caracteres distintivos, que -­

vienen a ser la autonom!a constitucional y autonomía hacenda­

ria de loa Estados miembros. Aquélla tiene dos aspectos: el 

primero consiste en que las entidades federativas poseen una 

Constitución prepia, libremente promul~ada y que no ea obra -

del poder central1 el ee~ndo estriba en la facultad que las 

mismas poseen de revisar su propio estatuto fundamental. Es• 

te elemento distintivo del !atado Federal ea fundamental, po,t 

que distin,ue a las entidades federativas de otras comunida·­

dea políticas, como el Municipio Libre. Sin embar~o, la aut~ 

determinación debe estar restrin~ida por disposiciones de la 

misma Conatituc1on General, so pena de no existir un Estado -

rederal, omnicomprensivo, alno varios Estados Confederados, • 

un1do1 por un aillple vínculo de derecho. 
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11 segundo de los caracteres distintivos de la ted!, 

ración. es su autonomia hacendaria o bien el reparto de la r!. 

cultad tr1butic1a entre el poder central 1 los ~obiernos lOC!. 

les; ya que un ~b1erno sin erario será siempre un vano ei~ 

lacro de poder. 

•1n la federación, los Estados miembros pierden to­

talmente su. soberanía exterior ., ciertas facultades 1nter1o•­

res en tavor del ,robiemo central, pero conservan para su ~o­

bierno propio las tacultades no oto~adas al r.c>bierno cen- -

tre.l. Desde.este punto de vista aparece la distinción de ta­

cultades como una de las características del sistema que est~ 

diamoa, el cual conea~ra predominantemente •se~n palabras • 

de Wheare- una división de poderes entre la autoridad ~ene•• 

ral y re~ionales, cada una de las cuales, en su respectiva e!. 

tera, eet' coordinada con las otras e independiente de 
(19) 

ellas•. 

11 reparto de atribuciones entre el poder central y 

las entidad•• tederat1vae opera de acuerdo con dos sistemas • 

di1tinto1: el primero consiste en enumerar las atribuciones• 

del poder central, de manera que todas las no enunciadas que• 

den resel'9adas a laa autoridades locales y tiene su or1~en en 

la Décima enmienda a la Carta Ma~na, hecha por los Constitu•• 

1entes Morteaaer1canos. •tas facultades que la Constitución• 

no dele,a a la Unión 1 no niega a los Estados, quedan reserv! 

(19) Tena ftamÍrez P.- Derecho Constitucional Mexicano,• Méx.!, 
ªº 1963. 
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das, respectivamente a loe Estados o al pueblo•. Mediante el 

se~undo se enumeran las atribuciones de los poderes locales, -

dejando la presunción a beneficio del Gobierno Central. De e.! 

tos E"istemas, el pr1l!lero. tué adoptado por México en EUI! diver• 

sos códirs políticos 1 el segundo por Canadá 1 Africa del 
(20º 

Sur•. 

Como anotamos anterionnente, son caracteres espec!f! 

cos del Estado federal, la autonomia constitucional de loe Es• 

tados miembros y la autonomia hacendaria; pero además, entre• 

sus facultades le,islativas se encuentra la de poder darse su 

codificación civil y penal 1 sus respectivos s1stemae de proc!_ 

dimiento. 

(~) oax1ola Jo~e P.• Algunos Problemas del !atado Pederal.• 
pa~. 74 1 si,uientes.• Edit. CUltura,• México 1941. 
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CAPITULO II. 

JURISDICCIOH 1 NOCION ! 

Bn el Capítulo anterior llegamos a la conclusión de 

que la Juried1cc1Ón, entendida como actividad del Estado ~e-­

diante la cual •trata de realizar la vigencia efectiva de la 
. (21) 

norma Jurídica violada o desconocida por los partículares", 

se explica única 1 exclusivamente en tunción del concepto de• 

soberanía. Ahora trataremos de precisar el concepto de juris 

dicción 1 también el de competencia, para estar en posibili-­

dad de examinar, en el capítulo siguiente, los contlictos que 

constituren la cuestión medular del tema a estudio; es decir, 

aquéllos qUt se l!IUBCitan en el '2ftbito del Derecho lftternacio• 

nal Privado, con-motivo de la actuación de los Órp;anos juris• 

diccionales de a~éllas entidades tederativas que, como Sono­

ra 1 Chihuahua, admiten la prórroga de competencia territo- -

r1al, entratándose de acc1onea del Betado civil. 

Ahora bien, "del concepto de jurisdicción no puede 

darae una det1n1c1Ón absolutamente válida para todos los t1em -
poa 1 para todos los pueblos. No sólo las rormae externas a 

.travé1 del•• cuales se deaarrolla la admlnistraci6n d• la•• 

ju1t101a, sino t&111bién loe métodos lÓ~icoe del juz~ar tienen• 

(21) Bicerra !!autista J.- Ob. clt. pag. 17.-
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un _valor contingente que no puede ser determinado sino en ~ 
(22) 

laci6n a cierto momento histórico•. 

Para patentizar lo anterior, baste seftalar que en• 

tre loa romanos el pretor, representante del poder jurisdic• 

cional,.no solo se encargaba de aplicar el derecho, sino ta,m 

bién de crearlo; retundiéndose en su persona tunciones co•• 

rrespondientes a Órganos distintos. As{ lo sostiene Rodolto 

Shom en sus •Instituciones de Derecho Privado Romano", al S,! 

flalar que "El pretor administrando justicia, era autoridad• 

soberana 1 suprema. Como magistrado, encarna, en el campo • 

de sus atribuciones, la soberanía del pueblo romano. As! se 

ext>lica como, aplicando el derecho, pueda también crearlo". 

Por otra parte, el mismo significado etimolÓ~ico • 

de la palabra jurisdicción, que p:rocede de las raíces lati•• 

nas Jus 7 Dicere, decir el derecho, siendo tan amplio, es • 

comprensivo, como acabamos de apuntar, de las tunciones que 

corresponden a los ór~anos le~islativo y Judicial. 

Actualmente, al vocablo jurisdicción se le atribu• 

yen diversas acepciones; se le emplea para designar el ámb.! 

to territorial; el conjunto de poderes o autoridad de cier­

tos Órganos; se usa como sinónimo de competencia y, final-· 

mente, como tunción de hacer ju1ticia. Beta última es la • 

que denota su real 1 verdadero si~n1ticado, pues el lstado -

(22) Calamandrei P1ero.• Instituciones de Derecho Procesal • 
Civil,• Vol, II,• pag. 114,• !llenos Aires, Argentina. 



ha substituido la voluntad de los partículares por la suya -­

propia, en su runción de hacer justicia, como evidente mani•· 

testación de su soberanía, encomendándola a los órganos juri~ 

diccionales, por cuyo conducto la ejerce. Esto es, correspo,a 

de a la jurisdicción, como función soberana del Estad~, resol 

ver toda clase de conflictos que se susciten en el ámbito te­

rritorial de éste. 

Lo anterior se infiere fácilmente de lo expuesto en 

el Capítulo que antcede y se corrobora con las definiciones -

que de ella han formulado Ugo Rocco "Jurisdicción es la act! 

tividad con que el Estado, a través de loa Órganos jurisdic-­

cionales, interviniendo a petición de los partículares, suje• 

tos de intereses jurídicamente protegidos, se substituye a -

los mismos en la actuación de la norma que tales intereses ªl!!. 

para, declarando, en vez de dichos sujetos, que tutela conce­

de a una norma, a un interés detenninado, imponiendo al obli· 

gado en lugar del titular del derecho, la observancia de la -

norma y realizando, mediante el uso de su ruerza coactiva, en 

vez del titular del derecho, directamente aquéllos intereses-
. (23) 

cuya protección está legalmente declarada". Chiovenda, -

quién la concibe como •1a tunción del Estado que tiene por -

fin la actuación de la voluntad concreta de la ley, mediante­

la substitución por la actividad, de la actividad de los par• 

t!culares o de otros Órganos públicos; sea al afirmar la 

(23) Rocco Ugo.• Teor!a aeneral del Proceso Civil,• pag, -
326.- M'x1co 1959. 
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existencia de la voluntad concreta de la lq, mediante la - -

eubst1tuc1Ón de la voluntad de la ley, aea al hacerla práct1• 
(211) , • -~fil1t1J 

cemente etect1va•. AlBina, para quien •1a jur1sd~f6~~::··~~~~. 

es la actividad con que· el Estado provee a la protecc1ón1·~~~.:>~.:~}f:?~ 
(25) 'l\' \::; ")d,,·. -·, 

derecho. subjetivo violado o amenazado• .,, f1nalmen , 1; ··lj. fi'~:.·~)1;• 

Becel'l'& Bautista, quién la det1ne como "la tacul tad de d~:~~~.:;.¡_: .... '.' :!!.'.'-, 

dir, con tuerza vinculatoria para las partes, una detefrll'J,nª~'-1} OE OE.RE.Clli 
(26) rAuUL o 

a1tuación Jurídica controvertida•. s E M 1N~~ 1 

\) t ti~\ 
nr.!'º"º un E.&a~c\6 

La finalidad pl'imordial que el !eta.do persigue con • 

esa actividad, es •garantizar la observancia práctica del de 
(27) - . -

recho objetivo•, o bien "realizar la vigencia efectiva -

de la norma jurídica, violada o desconocida por los partícula 
(28) -

res• puesto que de no ser as!, taltar!a la indispensable 

seguridad Jurídica para una convivencia social ordenada. 

Lo anterior induce a pre~ntarnos ¿De que manera ga­

rantiza el Estado la observancia práctica del Derecho objet1• 

vo7 o bien ¿C6mo realiza o trata de realizar la vi~encia -­

erectiva de la norma jur!dicat. A estas interro~antes pode-­

moe responder, si~uiendo en el fondo el pensamiento de Piero -

Calamandrei, plaemado en su magn!t1co estudio de lae Inst1tu• 

Chiovenda 01ueeppe,• Ob. cit.• pa~. 10. 
Alsina Hugo,• Tratado de Derecho Procesal Civil y Comer­
cial,• 2a. Ed. Tomo II.- pag, 426.- Ed1ar Soc, lnon. Ed,! 
toree.- aJenos Airee 1957. 
Becerra Bautista J.• Oh. cit. 
Calamandrei P1ero,• Ob, cit.- pa~. 15~. 
Becerra Bautista J.- Ob. cit.- pag. 17 
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c1Ónes de Derecho Procesal C1v1l, en el que plantea en ro:rma­

tan sugestiva y clara el problema que antecede, que estable-­

ciendo una variada gama de medios a disposición de los parti• 

culares, que el Estado, a petición suya actualiza, ante el t,n 
cumplimiento voluntario de las normas jurídicas; ante la im• 

posibilidad o ineficacia de la autocomposición, como medio de 

solucionar los conflictos surgidos entre ellos o para docume.!l 

tar determinada situaci6n jurídica o bien, determinar un de?',!, 

cho incierto o constituir un estado jurídico. 

Para la actualización de esos fines, la función ju•• 

r1sdicc1onal debe pasar por varias etapas que, a m1 Juicio, -

aon las que Becerra Bautista adopta en su definición y que ha 

tomado de la Donellus •jurisdicción es la potestad de cono•• 

cer r de juzgar de una causa, con la potestad anexa de ejecu• 

tar lo sentenciado• ea decir, la Not1o, la Iud1c1um y la • • 

lxecutio; o sea: l•. El conocimiento de la cuestión por r! 

solver, que debe ser todo lo amplio posible que penn1ta al 

juz~ador deecubrir la verdad de los hechos controvertidos, lo 

que signtrtca que en caso necesario, no debe bastarle lo ale• 

~ado J probado por las partes, sino que, además, en uso de -

los poderes que la ley procesal le confiere, debe allegarse -

loe medios más 1d6neoe que le permitan descubrir l& verdad -
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real, naturalmente. t•espetando siempre la i~aldad de las pa~ 

tes, 2•. La facultad de decidirlo, procurando adecuar la -

hipótesis normativa al caso concreto y 3•, La potestad de 

ejecutar lo sentenciado. !stos principios son internacional­

mente reconocidos, en cuanto implican la no denegación de ju~ 

t1c1a, 

Ahora bien, si la teoría de división de poderes rué 

concebida por Montesquieu como una garantía contra el absolu• 

tismo, a1 atribuir las funciones legielativa, ejecutiva y ju• 

d1cial a ór~anos· distintos e independientes unos de los 

otros, de tal modo que pudiera lo~rarse con ello un equ111• -

br1o del poder, ha tenido y tiene hasta la fecha un valor me• 

ramente conceptual; pues en la práctica ha sido menester atr,! 

buir a un órgano, tunciones que le son incompatibles desde el 

punto de vista formal. De ahí pues que se imponga dilucidar• 

la característica distintiva del acto jurisdiccional, pues, • 

como veremos más adelante, al poder Judicial se ha encorne~da· 

do una buena parte de la actividad administrativa que co~pre~ 

de lo que judicialmente se conoce como juris11cc1Ón volunta--

ria, 

Al erecto, loa actos a través de los cuales se trad~ 

ce cada una de las funciones del Estado, se distinguen por C,! 

racteres propios que pueden considerarse doctrinalmente, des­

de doe puntos de vista; El fonnal y el material o substan• -

cial¡ ea decir, atendiendo al Órp:ano del que emana o a su -­

contenido intrinetco. independientemente de áquel, 
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Bl criterio formal debe desecharse por lo antes ex-­

puesto, ya que ateniéndonos a él, •e1 problema seguiría en -

pié siempre que se quisiera establecer cual es la diferencia­

de tuncione~ que corresponde, en la distribución de los ór~a­

nos, a la diferencia de nombres y el problema se acentuaría -

al considerar que a un mismo ór~ano podrían atribuirse runcio 
(29) -

nea que corresponderían a otro", 

Atendiendo al criterio material de distinción, cabe 

decir que el acto jurisdiccional típico es la sentencia, a 

través de la cual se traduce la actividad del Estado declara!l 

do el derecho, y su efecto es especial, concreto y declarati• 

Yo; que si no lo distingue del acto administrativo, si del -

legislativo típico que es la ley, ya que los caracteres de é!_ 

ta son la generalidad y la abstracción; esto es, no re~la • 

un caso concreto, sino una serie indefinida de ellos, consid~ 

rados en hipÓtesis como posibles. 

Conforme a este criterio, Calamandrei estima y a él­

ee adhiere el autor de esta tésis, que la diferencia esencial 

del acto del juez y del administrador puede apreciarse en - -

cuanto a la posición de uno y el otro frente al derecho; al -

erecto, sostiene que •mientras la runción del juez es hacer­

observar el derecho a los otros¡ el administrador considera­

el derecho como un límite puesto a su propia conducta y la o~ 

(29) Oa1amandrt1 Piero.• Ob, cit,• pag, 185. 
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1ervancia del derecho ea para él solamente un medio de conee­
(30) 

gu1r eu1 t1ne1 de caracter eoc1a1•. 

Todavía cabe ap;regar que una nota diterencial de la 

tunción jur11dicciona1. de eeftalada importancia 1 que no se• 

encuentra en nin~ de 1&1 tuncione1 públicas del !etado, • 

ea la cosa juz~ada; aeí lo considera Couture al afirmar que 

"por contenido de la jur1edieción ee entiende la existencia• 

de un conflicto con relevancia Jurídica que ee necesario de• 

cid1r mediante resoluc1onee euecept1blee de adquirir autori• 

dad de cosa juz,ada •••••• donde hay cosa juz,ada hay jur1e•• 

dicción y donde no la ha7 no existe jur1edicc1Ón. !ntre la 

autoridad de la cosa juzp;ada 1 la efectiva vi,encia del der.! 

cho, dice Couture, hay una relación de medio atin. La cosa 

juz~ada 1e concibe solo como medio de re1petar la 1ncertidum 

bre del derecho 1 como torma de hacerlo coactivo en loe ca•• 

eoe de re111tencia u omisión de eu cumplimiento •••••• el ca• 

racter de irrevel'libilidad que dá a la1 dec1sione1 judicia•• 

les la autoridad de la coea juz~ada, no aparece en nin¡runo • 

de loe otro• 110do1 ·de actuación de poder jurídico. Ad, una 

conRt1tución puede eer eubetituída, una ler dero~ada, un ac• 

to adm1ni1trativo revocado, mientras que la deci11Ón judi• • 

cial que adquiera áquel caracter, permanecerá inmutable e • 
(31) 

1rrev11able". 

(30) Calamandrei Piero,• Ob. cit.• pa~. 190. 
(31) Oouture v. Eduardo,• Ob. cit.• pa~e. 36 T a1~. 
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caft'E'l'EHCIA 

Concebida la jurisdicción en loa términos expuestos• 

en los puntos que anteceden, para cumplir con ella, el Estado 

la encomienda a Órganos idóneos por cuyo conducto la ejerce, -

ya en determinado territorio; sobre determinada materia; · •• 

cuantía o grado, surgiendo as! el concepto de competenci~,;,~.~~:::>;f,~ 
mo · •una medida de jurisdicción...... el fragmento de ju~~·.,;' •: ":1~ 

, (32) •,:·, "•'r, .. . (t#';'\ 
diccion atribuído a un juez•; lo que en doctrina se ha. ~ · · -~ .. { :, · 

denominado como los límitee ·objetivos de la jurisdicción; ~~".~;> .. ~::~;:;.::~t 
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ah! que se distinga lÓgic&l'lente de ésta, como el todo ae di!, e \·\Q 
HCULi f.\G Ot Q._Rt.C ' 

s t. 1-A 1 ti ~ " 1 o 
tingue de la parte. 

O t l\~C\llt\~\. 
Chiovenda la define "como el conjunto de las· cai!11t"O\l\1t~ 

en que, con arreglo a .la ler, puede un juez ejercer su juris• 

dicci6n 1 la facultad de ejercerla dentro de loe límites en • 
. (33} 

que le esté atribu!da• 1 Couture a su vez, considera • 

que •1a competencia es la potestad de jurisdicción para una 

parte del sector jurídico: áquel especiticamente asi~nado al 
. (34) 

conocimiento de detenninado Ór~ano jurisdiccional". 

Los criterios doctrinarios ¡ le~ielat1vos para hacer 

. la división de la competencia varían, pero atendiendo al có-

digo de procedimientos civiles del Estado de Sonora, es, º.2. 

(32) Couture v. lduardo.- Ob, cit. 
(33) Chiovenda 01useppe,• Ob, cit. 
(34) Oouture v. Bduardo.• Ob, cit. 
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mo 10 apuntábamos, atendiendo al territorio, a la materia, a 

la cuantía 1 al grado. 

Ahora bien, interesa al Derecho Internacional Priva­

do la Jurisdicción, en cuanto significa la aplicación de 1a­

ley por los Órganos judiciales conforme a su propio criterio, 

siempre y cuando su soberanía lo autorice para ello, 

Puede ocurrir que varias soberanías otor~en compe•­

tencia a su orden jurisdiccional para conocer de un problema, 

surgiendo as! los conflictos consiguientes, ante la preten• • 

sión de cada una de ellas de excluir a las otras del conoci•· 

mtento 'de un negocio jurídicamente dado; o bien, puede suce­

der que ante la concurrencia de dos o más le~islaciones en un 

determinado liti~io, ninguna de ellas se considere competente 

1 en cambio atribuya competencia a las otras, 

Batos son problemas que dan lu~ar a los llamados con, 

flictos de leyes, cuyo estudio corresponde, en forma exclu• 

siva, al Derecho Internacional Privado, Incluso se ha ller.a• 

'do a estimár que Únicamente a él se debe constreftir esa rama• 

del derecho, collO se verá en el Capítulo siguiente, 

\ 
~ . 
l 
' 
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C A P I T U L O III 

NOCIOHIS DI DIRBCHO IN'l'BRHACIONAL PRIVADO 

. Una vez ubicado el campo en el que opera la juriedi_!t 

ción, as{ como su juetiticación teórica, ein pretensiones de • 

haber a~tado el tema, sino como obli~ado paréntesis o in~ro-· 

ducción a la materia que constituye el objeto medular de e~te• 

trabajo; ea menester ahora hacer aunque sea un esbozo del De• 

recho Internacional Privado; de su contenido 7 de las diver-• 

eas concepciones doctrinarias que pretenden indicar la pauta • 

conforme a la cual deben solucionarse loe conflictos que nece• 

eariamente eur~en en la Comunidad Internacional, como secue1a-

1ó,ica de las relaciones permanentes que se establecen, por la 

tuerza de las cosas, entre 101 nacionales de las diferentes -

entidades· estadualee que la inte~ran, pues •ea un hecho evi•• 

dente, que cada vez con ma7or frecuencia, el· fenómeno jurídico 

a menudo no ee limita a 101 continee territoriales del Estado, 
. t 11 (35) eino rebasa 1u1 tron eras • 

Tradicionalmente ee ha venido de1i,n1ndo a eata rama 

del derecho, como Derecho Internacional Privado; desde que -

por vez primera lo hi!o el norteamericano Stol'J en 1834 "1 lo -

popularizó Poelix en 1u vera1Ón trance1a en 1843. 

(35) Cal'l'illo Jor~e Aurelio.- Apuntes de Derecho Inte~o1o• 
nal Privado.• pa~. 1. 

1 
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lfo ob1tante, ha eido objeto de crít1cae en razón de 

que eu connotación no expreea t1elmente su contenido prop1o.­

Bn erecto, 1e ha dicho que, etimolÓ~1camente, internacional -

ei~nitica entre naciones, por donde resulta inaceptable, PO,! 

que e1ta1 relac1one1 ion objeto de otra rama del derecho;. el 

Derecho· Internacional Público. Desde otro punto de vieta 1e 

ati:rma que internacional puede s1~n1t1car también co1mopol1ta, 

universal 1 ee el caso que no existe un derecho privado uni•• 

versal que rija un1tormemente en todo el mundo; por el cont~ 

rio, lae le~ielaciones positivas son eeencialmente diterentee 

11 en coneecuencia, eeta expresión resulta inadecuada. Bn -

cuanto a la expresión privado, nos encontramos que también es 

impropia, porque muchas 111&terias de caracter público pertene• 

cena eete ramo, como el penal, procesal, etc.• 
(36) 

Lae nueyae corrientes doctrinaria• no aceptan la d.!, 

nominación aludida 1 proponen la de Derecho Privado Interna-­

clonal que coneideran máe conveniente; ee decir, un derecho -

privado común a todo• 101 pueblo• 1 compuesto de nonna1 eu1•• 

tantivae, no tormalee como la1 que lo han venido inte~rando -
(37) 

hasta ahora•. 

11 Derecho Internacional H di•id• en Derecho Inte.t 

nacional PÚbUoo 1 Derecho Internac1oaal Pr1•ado. Bl primero 

comprende aquello• pr1nc1p1oe que ~bie~an l•• relac1one1 de 

(36) 

(37) 

Dunker BigKB •eder1co.- Derecho Internacional Privado.• 
Pª'-· 13 1 11~.- ldlt. Jurídica.• Chile 1956.• 
Altone{a QulntÍni• Teoría dtl Dtreoho Prl•ado Interna• 
cional,• pa,, 1~.- Montevideo 1955, 

f 
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loe Estados desde el punto de vista de sus intereses generales 

1 pol!ticos. El segundo se define como la rama del derecho -

que tiene por objeto, además de estudiar la nacionalidad de 

las personas y la condici6n jurídica de los extranjeros, resol 

ver contlictos que surgen entre los Estados con motivo de la -

aparici6n de sus le~e 1 de los intereses privados de sus res-
• (38J 

pect1vos subditos.• 

De lo antes expuesto aparecen evidentemente delinea­

das las materias cuyo estudio concierne a cada uno de ellos y 

a reserva de ampliar el que corresponde al mencionado en Últi· 

mo término y solo para acentuar la diversidad de sus objetivos 

1 su efectiva realizaci6n, cabe seftalar que su "diferencia se 

encuentra más bien en ~sto: que en derecho internacional pri­

vado toda regla positiva encuentra una sanción efectiva en su 

aplicaci6n por los tribunales internos; mientras que en dere­

cho internacional público la afirmación por un Estado de áque• 

llo que considera· como sus derechoe,podrá quedar como letra -

muerta si ella se encuentra aislada o es contradicha por un V,! 
(39) 

cino m's fuerte". 

la decir, desde el punto de vista de la vigencia de• 

sus principios, resulta objetivamente apreciable su dietinci6n, 

lo que a la vez nos conduce a considerar al Derecho Internaci,2_ 

nal Privado, como un derecho interno, ya que es en el ámbito -

(38) 

(39) 

Caicedo Caetilla José J,• Derecho Internacional Privado.-
5•, ldic16n, • E!ogot' 1960. 
Bat1ttol Henri.• Traite Elementaire de Droit International 
Privé,• Troi111111• ld1t1on.• Paría 1959. 
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territorial de cada !atado donde tiene su plena y cabal reali• 

zac1Ón, como una manitestación más de su soberanía; sin dejar 

de reconocer al mismo tiempo que en la Comunidad jurídica in•• 

ternacional se ha venido· gestando un auténtico derecho intern! 

cional, al lado del derecho interno, cuyas expresiones máe no• 

tablea las constituyen los Tratadoe de Montevideo de 1888·1889 

y 1939•1940; el Congreso Jurídico Centroamericano de 1897 que 

tuvo como modelo los de Montevideo; las Conferencias Panamer! 

canas y 101 intentos de unitormidad del Derecho Internacional 

Privado, llevados a cabo por la Sociedad de Naciones, mediante 

los cuales se lo~raron coditicar al,unas materias, como el De• 

recho Procesal Internacional; Marcas de Comercio y de Pábri• 

ea; Patentes de Invención; Propiedad Literaria y Artística;• 

Derecho Penal 7 Comercial Internacional, etc, 

SU OBJITO 

Los sujetos del Derecho Internacional Pri•ado, son • 

los mismo• que los de la1 otras diver11s ramas del derecho; e1 

to es, el hombre 1 las pereona1 de existencia ideal, pero su • 

conducta le interesa •tn cuanto se comportan• •••••• interesan• 

do a un mismo tiempo •por una misma cue1tión de derecho• dos 

o más ordenamiento• positi•os, de una •i•ma catewor!a, pertent 
(4<>) -

cient11 por tanto a jurisdiccione1 divtr1a1• 1 su tinali• 

Piotti Celtatino.• Unidad let"-lctural del Derecho Intt,t 
nacional Privado,• pa~. 20,• Un1vtre1dad Nacional de • 
C6rdova,• R.A. 195 .... 
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dad no es otra que la de proporcionar una solución adecuada a 

los contlictos que nacen con ese motivo. 

Esta clase de conflictos rué, desde muy antiguo, m.2. 

tivo de inquietud pa~ los jurisconsult~s creadores de la ra­

mosa teoría de los "estatutos", quiénes los denominaron como 

"cuestiones mixtas•, para diferenciarlos de aquéllos en los -

que está interesado un solo ordenamiento jurídico positivo, 

Así pues, la materia a estudio .eur!!!iÓ ante la nece­

sidad de regular las relaciones jurídicas eri que intervenían• 

elementos "extraflos" al derecho local; pues era de suponer -

que ante tal eventualidad cabía la posibilidad de que se tom!_ 

ra en consideración, para resolver.las, un derecho ajeno a la 

soberanía del Estado. 

La tunci6n primordial del Derecho Internacional Pr! 

vado es el sancionar jur!dfcamente la conducta humana, cuando 

interviene el elemento extrafto, que se puede manifestar ya • 

sea por la nacionalidad de las partes, por el lu~ar de cele•• 

bración de un acto, su lugar de ejecución o bien por el lu~ar 

de ubicación de los bienes que sean objeto de un contrato, 

etc, Este fenómeno del Derecho Internacional Privado puede -

acontecer, no solamente en el orden Internacional, eino tam•• 

bién en los ~ietemae federales, pues como lo dejamos dicho en 

capítulo p1"9cedente, las entidades federativas, en virtud de 

su autonomía, ~ozan también de tacultades le~ielativae y, por 

'¡ 
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! 
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conaecuencia, de lae 1ubeidiar1ae para ap11car1ae e 1nterpr!. 

tarlae por conducto de eu pode~ judicial. 

De lo antee expuesto se desprende que el Betado • 

queda t~cultado, como acto de soberanía, para determinar ·su 

jurisdicción 7 al quedar todoe loe Estados m1embroe en esta• 

libertad, pueden co1nc1d1r otor~ando competencia a eendos pa, 

deree jud1c1alee para conocer de un mismo aeunto¡ eeto ee ca, 

noce en Derecho Internacional Privado como contacto de ju•• 

r11diccione1 7 abarca la Última parte del eetudio de esta • 

diec1pl1na, como veremos máe adelante. 

Supuesta puee la concurrencia de dos o znáe ie,.i1l~ 

cione1 ante una e1tuación jurídicamente dada, ee menester d!, 

tel'lll1nar cu'l de ellae ee la aplicable. Eeto constituye el 

problema tundamental del Derecho Internacional Privado, por 

lo que, con~ruentemente ee le ha det1nido como "el conjunto­

de princip101 que determinan la ley aplicable, ora a la1 re­

lacione• entre individuo• perttnec1ente1 a letado• o terr1ta, 

r101 di•erao1, ora a 101 actoa ejecutado• en pa{a extranje•• 

ro, ora, en t1n, a todoa aquello• .ca101 en que ae trata de • 

aplicar 11 le~1alac1Ón de un litado en el territorio de • • 
otro. •AeeerJ como •11 conjunto de principio• que detenn! 

nan, en la estera de l•• re1ac1one1 1nttrnacionale1, la ley 

que debe re~ir 111 relacione• 1 acto• juríd1coe pertenec1en• 

tee a di1tinto1 litado• •Marten1J o bien diciendo que "••-
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aquella rama de la jurisprudencia privada que determina ante 

los tribunales de que país cada cuestión debe ser llevada y 

por la le~islación de que país cada cuestión debe ser resue,! 

ta. "Corno lo define Westlake: o corno lo define sánchez de -

Bustamante y Sirvén: "El conjunto de principios que deterrr:!_ 

nan los límites en el espacio de la competencia ler.ii: l~ ti •1a 

de los Estados, cuando ha de aplicarse a relaciones jur!di·­

cas que pueden estar sometidas a más de una legislación; "y, 

finalmente, como "el conjunto de normas jurídicas que tie-­

nen por objeto o fin, determinar cuál es la jurisdicción com 

petente o la ley que debe aplicarse en caso de concurrencia 

simultánea de dos o más jurisdicciones o de dos o más leyes, 

en el espacio, que reclaman su observancia. 

do Víctor. 

"Romero del Pr!_ 

Por ello se ha dicho, con mucha razón, que el Der_! 

cho Internacional Privado es un derecho formal y no sustan-­

cial, en cuanto no dá la solución para cada conflicto, sino 

que seftala la ley aplicable entre las pertinentes, a la vez 

que determina el tribunal competente, cuando dos o más tie-­

nen la posibilidad jurídica de conocer de la causa de que se 

' trate. Es decir, es un derecho atr1b"\.r.~Y~:·.Y~)~~'.:~Jspos1t1vo, 
·~ . ' ·.' /.• ~. 4 

en cuanto no resuelve el problema de rtcio; ... ;;,::.e~\~~ que remite 

al orden&J11iento jurídico idóneo para e~i'o'L: ~'\:.,·.J! 
·!.~\i~:~l'..~ .. ' . . :!., 

FACUL i ~o o~ ernECHO 
SE t.\ 1 tl ~ 111 O 

o ~ 
O~RtCHO 1111 tl\U~CIOH~L 



•sste derecho no procura uniformar las legialacio• 

nes de los diferentes países. No se trata de crear un dere• 

cho Privado universal. Esto, además de ser imposible, es in• 

conveniente,, ya que la legislación de cada pa!s no viene a • 

ser sino. la expresi6n jurídica de las costumbres, de la ra• 
(41) 

za, de la idioaincracia especial de cada pueblo". 

DIVERSAS CONCEPCIONES DEL DERECHO INTERNACIONAL 

PRIVADO 

Para regular el fenómeno o relación Jurídica que • 

surge con la intervención del elemento extrafto en el derecho 

local,, interno de un Estado, la doctrina a formulado diver-· 

sas soluciones que han integrado las escuelas conocidas como 

Territorialista, Clásica 1 Privatista,, cada una de las • 

cuáles representa una peculiar concepción del Derecho Inter­

nacional Privado, 

Escuela Territorialista,• La primera tuvo su ori· 

gen en la !dad Media,, puee "con el. advenimiento del reuda--

11smo, se generalizó el principio de la territorialidad en -

virtud del cual la ley imperaba dentro de los lÍJ!lites del te 

rritorio de cada seftor reudal, excluyendo en absoluto la -

aplicación de cualquier ley extra.na. De ahí se originó la -
(42) 

máxima "Leges non valent extra territoriumw. 

(-1) Dunker Biggs P.• Ob,cit,• pa~. 23, 
(42) !>un.leer B1g~e r.- Ob. cit.• P•~· 349. 
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Al aer elaborado doctrinalmente eete principio por 

loe Juriaconsultoe eetatutar1oe, lo tundamentaron en el he•• 

cho de que el poder del eoberano ee ejerce Única 1 exclue1v!. 

mente dentro del límite de 1u1 tronteras; eato es, ia·1ey • 

no puede tener más autoridad que el soberano del cual emana; 

por consecuencia, ee aplica dentro del terr1to.rio del Betado 

a todae la1 personae 1 actos que en él se celebren o deban • 

eer ejecutados; de ahí puee que el estado civil 1 capacidad 

de 101 extranjero• ee rlja también por ella. 

•1e verdad que aolo el eoberano del lu~ar detenta• 

el poder. Por consiguiente, el juez obedecerá a eu eoberano 

territorial 1 aplicará la lex tor1. le lo que notó Pillet1• 

lata •lema territorlalldad que somete a la leJ de un pa!e el 

acto de.un extranjero 1 en e1te paí1 priva a e1ta ley de prg_ 

te~er eu erecto tuera del territorio del letado cu70 eobera• 

no la ha proaulgado 1 autoriza al juez extranjero a aplicar• 

la le1 extranjera a todo• 101 procedimlentoe que está llama• 

da a Ju•t'&r. De e1te principio, una vez admitido, reeulta • 

tor1011•ente que no H puede aplicar al litado lllÍe que l• • 
(•3) 

191 del S1tado1 , 

Lo1 partldar101 de e1ta e1cuel1 p~tenden juetit1• 

carla por razone• de orden jurídico 1 conveniencia política. 

To•ado de !>oye 1a11.• Derecho Internactonal Privado,• 
pa~, '(O.• Blrotlona 1947. 
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Razones Jur!dicas 1) Bl principio de la soberanía 

territorial se opone a la aplicación, dentro del territorio -

del Estado, de leyes extranjeras; 2) 11 poder le~islativo• 

del lstado no' tiene tuerza universal, sino nacional; en con• 

secuencia, el imperio de las leyes no es posible que se ex-·­

tienda a loa nacionales residentes en el extranjero. 

Razón de Conveniencia Práctica.• Se eliminan los 

conflictos de leyes: se hacen imposibles; los jueces en ni.!! 

.... ~n caso, aplicarán una ley extranjera en los litigios que ra 
e.- (44) . -
llen, aplicarán siempre las leyes locales". 

11 Código Civil vigente en el Estado de Sonora adoR 

tó el principio de la territorialidad absoluta de la ley en -

su Artículo 13: •tas leyes del Estado de Sonora, incluyendo -

las que se refieran al estado 1 capacidad de las personas, se 

aplicarán a todos los habitantes del propio Estado, ya sean -

nacionales o extranjeros, estén dom1ciliados dentro de su Ju• 

risdlcción territorial o sean tranaeuntes; pero tratándose -

de extranjeros, se tendrá presente lo que dispon~an las leyes 

federales sobre la materia. "Es indudable, pues, que siguió• 

el criterio territoriallsta del Código Civil para el Distrito 

1 Territorios Pederales que,a su vez, rué adoptado en el A ...... 

t!culo 12, según lo apunta el Maestro Siqueiros en su breve -

opusculo "Ley aplicable al estado civil de 101 extranjeros • 

(-4) Caicedo Castilla José J.- Derecho Internacional Privado,• 
5a. ldic.• pag, 507.• Bogotá 1960. 
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en México•, por haberlo propuesto la Secretaría de Relacio•• 

nes Exteriores, quién objetó el proyecto del nuevo código so­

bre el particular 1 que segÚn la Comisión encar~ada de su ro,,t 

mulación, complementaba la teoría de los estatutos, desarro-­

llada por el CÓdi~ de 84, considerando como ley personal la 

del domicilio, cuando los individuos tuvieran dos o más naci,2 

nalidades o tueran apátridas. 

•1ete principio de la territorialidad absoluta es -

contrario a los principios generalmente aceptados de Derecho­

Internacional Privado. Su aplicación a ultranza ha producido 

lamentables erectos en el extranjero, provocando acerbas crí­

ticas a sentencias dictadas con base en él, por tribunales m! 

x1canos y en al~unos casos hasta la negativa de exequatur de-
(45) 

las referidas sentencias•. 

Escuela Clásica,- En razón.de que la escuela te-­

rritorialista no aportó una solución satisfactoria a los pro• 

bte~~s que se plantean en Derecho Internacional Privado, al • 

imped:r en todo caso la aplicaciÓ~ de un derecho extrano a la 

soberanía local que lo adopta, hubo .de atenuarse su criterio• 

hasta permitir que en ciertos casos el derecho de un Estado -

si~uiera siendo derecho en otro 1 pudiera aplicarse a un caso 

específicamente determinado, SUJl'!iendo as! la escuela clási• 

ca. 

(45) carrillo Jorge A.- Matrimonio 1 Divorcio en M'xico a la 
luz del Derecho Internac1onal Privado.- Rcyista de la -
Facultad de Derecho 56 • Oct.• Die,• 1964. 
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•segÚn ella el Derecho Internacional Privado no va -

en busca de la solución directa de loe problemas de tondo que 

están más allá de la discrepancia le~islativa inmediata; no -

procura darnos una solución de tondo para cada institución, -

como sucede con el derecho común. Trabaja, es indudable, con 

casi todas las instituciones del derecho, pero no entra al e.! 

tudio de cada una de ellas; porque tal runción lo volvería -

innecesario, superabundante, Trabaja con ellas, pero en un -
{46) 

sentido distinto, no común a otras secciones del derecho", 

Según esta concepción clásica, el Derecho Interna-­

cional Privado debe conetreftirse ll eeftalar la ley aplicable,­

cuando en el supuesto de que dos o más de diferentes ordena-­

mientos jurídicos deban apl1ca?'ef! a una misma relación. Esto 

ea, no resuelve la cuestión de fondo que se plantea en deter­

minado l1t1r¡rio, sino que lo de,11l a la nonna material; "la e!. 

cuela clásica, pues, ha hecho rlel Derecho Internacional Priv!. 
. {47) 

do un sistema de normas tormales 1 no materiales", 

Beta escuela ea la que ha tenido mayor aceptación en 

los diversos sistemas jurídicos, Así por ejemplo, en los pa{-

1t1 an~loeajones ee estudia la rama del derecho que nos ocupa, 

bajo tl nombre de Conflicto de Leyes y su objeto se reduce a -

eetabltctr 111 nonnas o principios seeún loe cuales debe eeco-
. (48) 

~trae tntrt una le1 u otra en toda relación extranacional", 

(46) P1ott1 Celestino,• Ob, cit,• pa~. 36, 
(47) Altone1n Quintín,• Ob, cit.- pa~. 367, 
("8) Carrillo Jorge A,• Apuntes de Derecho Internacional,• p ap,:, 3, 



Escuela Pr1vat1sta,• Esta escuela, a diferencia -

de las resenadas con antelaci6n. propu~na la formulación de -

un derecho privado de caracter internacional, inte~rado por -

normas materiales, como el derecho nacional, con el fin de r~ 

solver todos los conflictos que se susciten en el campo de 

las relaciones en que interviene el elemento extrai'lo. 

La idea de un derecho privado internacional unifor­

me. desde luego que es aceptable~ porque vendría a poner fin 

a ese cúmulo enorme de conflictos; pero, "infortunadamente, 

la escuela privatista no expresa con la claridad que fuera de 

desearse, a car~o de quien debe correr la elaboración de este 

derecho. y tan solo se limita a mencionar que las disposicio­

nes materiales que lo forman, por lo menos en la actualidad, -

se encuentran dispersas en tratados, disposiciones consuetud1 

nar1o, etc., estando lejano el d{a en que este derecho se 

a~lut1ne en un cue~o de leyes a la manera de los cuerpos 
(49) 

leyes nacionales". 

de 

S U C O N T E N I D O 

Los autores de Derecho Internacional Privado difie• 

ren notablemente acerca de los temas que deben inte~rar su 

contenido; as{, las escuelas ~ermana, in~lesa y norteameric! 

na estiman que deben reducirse al conflicto de leyes, por con 

(~) Carrillo Jor,t A.· Apunten,• pa~. Q, 
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1iderar que la nacionalidad 1 la condición de extranjeros, -­

eon materias reee"adaa al derecho 1ntemo 1 nada tienen que 

nr con el Derecho Internacional Privado. En cambio, las dos_ 

trinas tranceaa 1 eapaf'lola dividen el estudio de esta materia 

en loe eigatentea cap!tuloe: 

A) Nacionalidad. 

B) Condición Jurídica de loe Extranjeros. 

e) Contlictoa de LeJ"ee, 1 

D) Conflictos de Jurisdicciones. 

Por otra parte, ha1 autores como sánchez de llusta• 

mante 1 Sirvén que consideran el Último de ellos como torman-

do parte del contlicto de leyes•. 
(50) 

Racionalidad.• Bn el Capítulo primero, decíamos -

que la soberanía es característica esencial del Estado moder­

no y que se manifiesta bajo un doble aspecto; uno interior 1 

otro exterior. 

(50) No aludimos a la competencia Jurisdiccional porque lo • 
creemos innecesario 1 antijuridico, Las facultades de 
un juez no son obra suya, sino de la ley que aplica y 
obedece, Cuando ejerce su Jurisd1cc1Ón respecto de in• 
dividuos o poderes extranjeros, no ea más que un ins• 
trumento de la ley, de CUJO cumplimiento ee trata en • 
realidad. La competencia Jurisdiccional es una de tan• 
tas instituciones a la que la competencia leF:islativa• 
se extiende, Se limita a un capítulo del Derecho Proce 
sal Internacional".· Derecho Internacional PriYado.• ':' 
TI,• pag. 19. 

. ~ ·' 



Interiormente, en cuanto la potestad del Estado se 

ejerce sobre todas las personas que se encuentren dentro de 

su territorio, sean nacionales o extranjeros y desde el pun• 

to de vista exterior, en cuanto ea independiente de las de•• 

m&s unidades de poder que forman la comunidad internacional; 

de ahí pues que la nacionalidad, como institución de derecho 

pÚblico, se encuentre estrechamente vinculada a la soberanía 

del Estado. 

1 

Importa a éste determinar quien reúne la calidad -

de tal, porque existen derechos cuyo ~oce 1 ejercicio ee les 

reservan en tonna exclusiva, así como existen deberes solo a 

ellos exigibles y es por ello que en la mayor parte de loe • 

pa!1e1 se encuentra regulada esa materia en sus constitucio• 

nea, especial.mente en las repúblicas americanas. 

No obstante ser el derecho interno de cada Eetado -

el que tija las normas que rigen la nacionalidad, "loe pr1~ 

c1pios doctrinarios que informan dichas disposiciones, son -
(51) 

parte del acerbo Jurídico de la comunidad internacional", 

lo que elimina la posibilidad de que obren arbitrariamente -

al atribuirla a las personasJ "basta recordar las dieposi•­

cionee dictadas en alguna época de eu historia, por países 

como Brasil 1 •fenezuela, imponiendo su nacionalidad y -

la respuesta unánime de la comuniC:<-~ jurídica 1nternactonal • 

(51) Oa'rrilo Jorge A,- Ob, cit.- pag. 10, 

~· ~- ,.. ... ....... ..... 
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que.rechazó esta postura, para convencernos que mucho tiene -

que decir el Derecho Internacional Privado en la fijación de 

la nacionalidad de loe individuos•. <52> 

Se ha definido a esta institución como •e1 vínculo 

Ju:rfdico" 7 político que liga a una persona natural o Jurídica 

con un !etado determinado 1 que ee ori!en 1 garantía de dere­

chos 1 obl1gac1onee rec!procoe. •sánchez de aistamante 1 Si.,t 

v,n. 11 tratadista mexicano Eduardo 'l'rgueros la concebía co• 

mo la característica que identifica a un individuo con el el,! 

mento •pueblo' de un Estado. 

Paralelamente al concepto Jurídico de nacionalidad, 

se encuentra el de ciudadanía que ae define como •e1 conJun• 

to de las condiciones que el derecho público de un !atado •X! 
ge para que las personas naturales puedan ejercitar derechos-

(53) 
políticos dentro de '1•; en consecuencia, todo ciu~adano 

debe eer nacional, pero no a la inversa. La nacionalidad vi,! 

ne a eer el g'n•ro 7 la ciudadanía l& especie. 

Bl estudio de la Racionalidad en Derecho Internac1.2, 

nal Privado ea de illportancia, porque pel'llite determinar la • • 

oondició11 Jurídica de loa extranj1ro1, pues no obstante que • 

el principio de la as1mllación de '•to• a 101 nacional•• ea • 

generalmente adaitidoJ sin embar~, ae dan ca101 en que 1e • 

(52) Carrillo Jorge A.- Ob. oit,• pag. 10, 
(53) Dunker Bigg1 r.- Ob, olt,• pag, 158. 



lea 1Jnpide el goce 1 ejerc1c1o de ciertos derechos públicos• 

y privadosJ sirve tamb1'n corno criterio para la aoluc1Ón de 

loa conflictos de leyes 7 Jur1ad1c1onea¡ es dec1r, constitl!, 

ye con el domicilio, el lugar de ubicación de una cosa, la • 

bandera de un buque, el lugar de celebración y eJecuc1Ón de• 

un acto, etc • ., lo que los Juril!tae europeos denominan como • 

puntos de contacto. 

Ahora bien, la nacionalidad ea de origen o adqu1r,! 

da, tambifn llamada de elección. 

Tradicionalmente se han admitido dos sistemas para 

conceder la nacionalidad de origen: el Jua aoli 7 el Jus -

aangu1n1a. Conforme al primero, las personas adquieren la n,!. 

cionalidad del lugar donde nacen, independientemente de la -

nacionalidad de sus padrea y por el segundo, loa hijos tienen 

la de loa padrea, sin importar el lugar de su nacimiento. 

La llamada nacionalidad de elección ae adquiere M,!. 

d~.a.ntf. l.a natural1zac16n que puede ser de dos clases, 1nd1v!. 

dual 1 colectiva. La pl'imera puede adquirirse en torma vo•• 

lunta:r1a. aemivoluntar1a T forzada. 

Ea un principio universalmente admitido en la ac•• 

tual1dad que todo lnd1v1duo e9 libre de cambiar au nacional!, 

dad. EeU principio t1en• eue excepciones; as! a ejemplo,• 
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un Estado no puede permitir cambios de nacionalidad de am- -

plios sectores de BU población, porque podr!a e1gn1ticar su 

segregación} histOricamente se han dado muchos casos de ese 

tipo. También puede suceder que en determinadas situaciones 

de emergencia un Estado ee niegue a conceder cambioa de na;... 

cionalidad para evitar que 1u1 1Úbdito1 evadan el cwap11m.1e,n 

to de 1u1 deberes. 

Por otra parte, en oca11one1, el cambio de naciOll,! 

lidad opera sin que exista un pro~sito detinido del indivi• 

duo, como cuando es requisito indispensable para adquirir •• 

trabajo o conservar el adquirido; caso éste a que se retie­

re la tracc16n primera del Art!culo 3•. de la LeJ de MaciOll,! 

lidad 1 Natura11zaci6n, provocando con ello 101 contlictoa -

que 1urgen de la doble nacionalidad. 

11nalmente, en el decurso de la historia ae han d.! 

do 1ntin1dad de casos de nacionalidad forzada, como el que -

atect6 a grandes nÚcleoa de población de loe exteneoe terri• 

torios de que ru' despojado nuestro paíe 1 anexados a Esta•• 

dos Unidoa de lorteamerica, 

La Nacionalidad en el Derecho Po1itivo Nextcano.• 

Para 101 etectos de este trabajo ea preciso aludir a lae ..... 

disposiciones legales vigentes en México, referentes a la D.! 

c1onal1dad, porque en esa forma aparecerá delineada la cal1• 



dad de extranjero, que en nuestro derecho aparece definida 

por exclusión, Ello revestirá part!cular importancia por -

cuanto al estudio de la condición que guardan en el país; • 

conceptos que Junto con los demás que integran el contenido 

del Derecho Internacional Privado, volverán a ser tocados• 

en el Capítulo siguiente: 

Bl Artículo 30 de la Constitución en vigor, ea -

producto de la reronna que se hizo al original en 1934 y -

dice lo siguiente: 

"La nacionalidad mexicana se adquiere por naci- -

miento o por naturalización. 

A) Son mexicanos por nacimiento1 

I.· Los que nazcan en territorio de la República, 

sea cual fuere le. nacionalidad de sus padres; 

II,• Los que nazcan en el extranjero de padree me• 

xioano11; de padre mexicano y madre extranj~ 

ra; de madre mex1cana y padre desconocido, y 

' III, • Loe que nezcan a bordo de;'. emb~~~.~~i~4ee o • 

aeronHeo mexicanas, sean·~· . ""~r':'··;~ mer·• 

cantes, '; , , · 
Jo''º~. : ... · .. 

. " 
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B) son mexicanos por natura11zac16n: 

I.- Los extranjeros que obtengan de la Secretar!a­

de Relaciones Exteriores carta de naturaliza-­

c1ón, y 

II.- La mujer extranjera que contraiga matr1monio­

con mexicano 1 tenga o establez·ca su dom1c111o 

dentro del territorio nacional. 

Este precepto adopta por 1gual el Jus eol1 y el jus 

sanguinis para determinar la nacionalidad y ha sido motivo de 

críticas porque no establece criterior de "vinculación real,­

aoc1olÓgica, biológica inclusive, que impidieran que personas 

totalmente ajenas a México pudieran, en un momento dado, inV.2, 

car una falsa (sociolÓgicamente hablando) nacionalidad mexi-
11 (54) 

cana • 

En efecto, en la tracción primera del inciso A, de­

cl~ra mexicanos por nacimiento a los que nazcan en territorio 

de : . .:; República, eea cual ruere la nacionalidad de sus padres. 

La atribución de nacionalidad en estas circunstancias puede -

ocurrir por un hecho fortuito, de ah! que la doctrina consid! 

re q•.ie p~ru ello deben concurrir otros factores que hagan pr!_ 

1rnm1 r el a.1·ra1p;o <? 1dent1f1cactón del 1nd1 vi duo con el Retado, 

con.,,, que Jon p11.dret1 tengan ::m dom1c111o catahlec1do en él. 

(54) Can1~Jo Jorge A.· Apuntes.- pap:. 29. 



Por la misma razón se critica la redacción de laa -

siguientes tra.cc1ones del mismo inciso: 

En cambio, en la fracción segunda del inciso B, el 

coruitituyente si rué congruente con la doctrina, al declarar 

mexicana a la mujer extranjera que contraiga matrimonio con 

mexicano J tenga o establezca su domicilio dentro del terr1• 

torio nacional. 

Pinalmente, el Artículo 33 Constitucional dispone: 

•son extranjeros loe que no posean las calidades determina-­

das en el Artículo 30•. 

Condición de Extranjeros:- "Por condición JurÍ<li 

ca de los extranjeros debe interpretarse el conjunto de der,!t 

choe y obligaciones a qu~ están sujetos durante su permanen• 
(55) 

cia en el l)&ÍI; ea decir, au status frente al Estado". -

De ah{ que su determinación corresponda precisamente al der! 

cho interno de éste, el constitucional y civil y no al Dere­

cho Internacional Privado; pero al hacerlo, no debe obrar ª! 

bitrar1amente, abusando de su soberanía, sino que debe resp! 

tar el mínimo de derechos que le son reconocidos por el jus 

genti'UllJ •• lo que en doctrina se conoce como la esfera ju• 

rfd1ca inviolable del extranj~~). 

(55) S1que1ros José L.· Ob. cit.· Sobretiro del Boletín -
del Instituto de Derecho Comparado. 

l\llWiJft.;,1, --~ 
•••• ~ !( 
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"De loe derechos de los extranjeros que se tundan• 

en el Derecho Internacional común parte la idea de que los • 

Estados están obligados entre s! a respetarl en la persona • 
. (561 

de los extranjeros, la dip;nidad humana"; como just1f1c! 

ción d~ tal acerto, baste mencionar la Declaración univer• 

sal de los Derechos Humanos, hecha por la Organización de 

las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, a cuyo curn• 

plimiento se han comprometido los Estados miembros. Por es­

ta razón y porque ee encuentra vinculada dicha materia a loe 

conflictos de leyes y, dado que el problema surge en una de• 

terminada relación jurídica en la que interviene un elemento 

extra~o a la soberanía local, su estudio se reserva al Dere• 

cho Internacional Privado, 

Sin embargo, a diferencia de este criterio que es• 

el adoptado por las escuelas francesa y espaffola, como decÍ,! 

mos, de acuerdo con el pensamiento jurídico ~ermano y an~lo• 

sajón, esta materia debe reservarse al derecho interno de C,! 

da pa!e. 

Al iniciar este Capítulo dijimos que nuestro móvil­

ser!a el de hacer una especie de esbozo del Derecho Interna­

cional Privado, con el rin de perfilar su contenido y las di 

versas concepciones doctrinarias que proponen la eoluciÓn de 

los ~onflictos que sur~en en la relación Jur!d1ca en que in• 

--·---
(56) Carrillo Jorge A,• Apuntes,- PªR• 5~. 

.. ' 



terviene un elemento extraflo, 1 dentro de esta e:xpoaición, -

por necesidad incompleta, dados loa reducidos límites de es• 

ta tésia, 1 en part{cular aobre el tema de la condición jur! 

dica de loe extranjeros, cabe referirlo principalmente a eu 

capacidad 1 eatado civil. 

Conforme a la tónica enunciada, para el cabal estJ!_ 

dio de eate Capítulo del Derecho Internacional Privado, es • 

necesario distinguir entre loa derechos políticos, pÚblicos• 

1 privadoa. 

El goce de loe derechos pol{ticoa se encuentra re• 

servado a loe nacionales del Batado en eu condición de ciud!. 

danos. A este respecto cabe decir que n1ngÚn miembro de la• 

comunidad internacional admite que loe extranjeros se inmie• 

CUJan en cuestiones políticas, porque ello entrafta el ejerc! 

cio del derecho del voto para la integración de los Órganos• 

del poder 1 la tacultad de ser elegido a los cargos públicos. 

•Los derechoa públicos o garantías individuales, • 

llaaadaa taab1'n derecho• humanos, aon todos los derechos --

1nal1enables 1nherente1 a la pereona humana 1 como tales, in 
(57) -

dependientes del vínculo de la naclonal1dad•. 

(57) Dunker 81ggs.• Ob. cit.• pag. 27. 
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Entre estos derechos podemos mencionar el reconoc! 

lliento de la pereonalidad 1 laa libertades pÚbllcae; esto • 

ea, la libertad personal, de palabra, de expresión, de cul•• 

toe, de trabajo, de 1guaidad ante la le7, etc. 

Por cuanto a loe derechos privados, ea 1mpresc1nd! 

ble que como consecuencia del reconocimiento de la pe?'8onal! 

dad, el extranjero deba también eer reconocido como titular• 

de derechos r obligaciones, ya que de otra forma ser!a 1mpo• 

eible eu vida en un determinado país; así, ee preciso que­

pueda contratar val1damente,. contraer ma:rimonio, divorciaJ:_ 

se y, en fin, realizar todos los actos del comercio jurÍd1•· 

CO, 

"Bl Derecho Internacional no obliga, sin embargo, -

a que H le autorice la adquisición de todos loe derechos •• 

privados esenciales que son imprescindibles para la natural! 

za r!sico•eap1r1tual del hombre. se trata, por ejemplo, de 

la facultad de adquirir loe objetos de consumo diario, la C,! 

pac1dad contractual 1 matr1m0n1al, la capacidad de testar y 

heredar. En cambio, un Estado podr~ excluir a loe extranJe• 

ros de la adquisición de objetos que no afecten al consumo • 

cotidiano, como por ejemplo, aeronaves, navíos o bienes 1.?!, 

muebles•. (5S) 

(58) Carrillo Jorge A.- Apuntea,• pag. 54. 
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Por la solución que se ha dado al problema de la 

condición Jurídica de los extranjeros en los ordenamientos -

jurídicos históricamente dados. se lee puede clasificar en -

los grupos siguientes: 

Sistema de la Reciprocidad Diplomática.- Confor­

me a él, solo puede concederse a los extranjeros el ,oce de 

los derechos que se hubiere determinado mediante la celebra­

ción del correspondiente tratado entre su paíe de origen y -

aquél en que residen •• 

Sistema de la Rec~ -ddad Legislativa.- Consis­

te en conceder a los extranjeros el r-oce de aquellos dere• -

chos que les eon reconocidos por el Estado de su origen a 

los nacionales del país en que residen, "La tésie de la re• 

ciprocidad lleva imbu!do un principio de equidad que es imP.2, 

s1ble dejar de rt•conocer. No parece j•lsto que un Estado que 

niega ciertos derechos a loe nacionales de otro, espere sin 

embargo que loe suyos gocen de los mismos derechos en el Es• 
, (59) 

tado que ee objeto de la d1scr1m1nacion". 

S1etema de la As1m1lac1Ón a los Nacionales.- Me­

diante él se conceden a 101 extranjeros los mismoe derechos -

dt que gozan loe nac1onalee, Este e1stema ee generalmente ... 

(59) Carrillo Jorge A.• Apuntes.• pag. 59. 
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admitido por las leg1slac1onea más modernae 7 ea máe contor­

me con el desarrollo actual de la doctrina; finalmente, el 

S1stema Angloamericano.• Como dijimoe antes, •• 

Oran Bretafta 7 Estados Unidos no admiten que la comunidad J.!!, 

ríd1ca internacional indique la pauta a se~1r para la fija• 

c1Ón de los derechos de que deben de ~ozar los extranjeros, 

estableciendo un mínimo que deben respetar y conceder loe B!, 

tados miembros; sino, por el contrario, se declaran partid~ 

r1os de que sea el derecho interno de cada pa!s quién deter­

mine aquéllos. "s1endo ésta una postura unilateral, debe • 

ser repudiada por la doctrina internacional que piensa y ee• 

ii:ulrá pensando, que el "status" del extranjero afecta vital• 

mente las relaciones internacionales". 
(60) 

La Condición Jurídica de los Extranjeros en el De• 

recho Positivo Mexicano.· La postura que nueett'O po!ÍI! ha• 

adoptado ante este problema, es acorde con los lineamientos• 

doctrinales antes expuestos. Sobre el partícular y en rela -
c1Ón con los derechos políticos, el Artículo 33 de la Const,! 

tución oeneral de la República, en su Último párrafo, esta•• 

blece1 " ••• Los extranjeros no podrán, de niniruna manera, 

inminecuiree en 101 asuntos políticos del país•. 

(6o) carrillo Jorge A,• Apuntee,• pa~. 59. 
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Por lo que hace a los derechos pÚblicos 1 priva•• 

dos, admite el sistema de la s1m1lación a loe nacionales, -

el que consagra la Const1tuc1Ón en aua A~t{culos lº. 7 33, 

pero sometido a determinadas restricciones, entre las que • 

debe seftalaree las que prescribe la tracción I del Artículo 

27 del m1emo CÓd_igo PolÍtico, impidiendo a los extranjeros• 

adquirir el dom1n1o directo sobre tierras 1 &!'\las en una f!, 

ja de cien kilómetros a lo largo de las fronteras 1 de cin• 

cuenta lc11Ómetros en las playas. 

Por lo demás, cabe decir que respecto a loe dere• 

choe civiles existe una total equiparación entre nacionales 

., extranjeros. 

Conflicto de Le7ee.· Integrada la comunidad in• 

ternacional por ~atados soberanos, cuyos orden111ientoa jur.! 

dicoa poeit1voe tienen validez espacial dentro de su respe,t 

tivo ámbito territorial, es tácil imaginar la serie int•rm! 

nablt de contlictoe que surgen cuando los nacionales de ca-

da pa{e, en su constante trita~o, realizan actos en los que 

•• interesan por igual do1 o aáe de aquellos ordenamientos, 

- - - --- ~ =-e- -



Ante tal 11tuac16n ea 1mpoa1ble concebir que 101 • 

B1tado1 actuen 1ndeterentemente, puea la convi•enc1a hwlana• 

exige que 111Uchoa de 1ato1 actos deban eer juzgadoe, reconoc! 

do1 o aceptado• por eoberanoa ajenos a aquél en que se han • 

or1gina~o. 

le obvio que el conflicto no ae plantearía si la • 

solución que se diera por cada uno de 101 derechos naciona•• 

les a cada situación o relación jurídica en que interviniera 

un elemento extrano tuera idéntica; pero ea debido a que C! 

da Estado, siendo soberano, actúa independientemente 1 tol'DIJ!, 

la su derecho atendiendo a peculiar1dadea propiaa a su medio 

t!eico, las costumbres del pueblo, 1u1 necesidades y eape• • 

cial 1d1011ncrac1a que generalmente contempla 1 resuelve ca• 

da relación de manera distinta. 

Por ello surgió el Derecho Internacional Prl•ado, • 

teniendo como objeto propio el acabado de enunciar 1 como • 

pretensión, la de proporcionar la aolución a loe problemae • 

que nacen con ese motivo; •ea, en definitiva, un conjunto • 

de nomas que actuando sobre una o~anización 1ocial "f polÍ• 

tica, conai~e establecer un régimen de coexistencia de loe 

ordenamientos jur{dlcoa sobre el que deecanea la •ida detré• 

rico jurídico externo 1 la acción econ6m1ca de hombrea 1 -

eociedadee•, 
(61) 

(61) A~uillar Navarro' Mariano,• Lecoionee de Derecho I~terna 
c1onal Privado,• Tomo I,• 21. Ed1c,• Madrid 1966. -
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Por otra parte ~ atendiendo al caracter 1ndepen- • 

diente de cada Estado, la solución que se le dá a eatos con• 

r11ctoa ea necesariamente diversa, •11 principio de la 1nd,! 

pendencia de loa latadoe conduce, por lo tanto, a 1a conclu­

sión, de que pueda haber tantas re,1as de solución de los · • 

conflictos de leyes cOlllo países diferentes existen ••••• En -

los dominios del derecho positivo, el Juez que conoce de un 

lit1~10, debe aplicar exclusivamente el derecho 1nternac1o•• 
,., (62) 

nal de eu pa{e•. 

La expresión conflicto de leyes ha sido objeto de 

críticas; as{, Niboyet estima que "emanando cada una de • 

las le~1slac1ones de un poder soberano, no puede haber con•• 

flicto entre ellos. Ni la ley nacional ruera de un pa!a ni 

los extranjeros dentro de él pueden imponerse, de manera que 

estrictamente no pueden existir conflictos de leyes. Para • 

que una ley extranjera ee aplique en un pafs, es necesario • 

que el poder soberano de dicho pa{s así lo decida. Sería -

prererlble, en consecuencia, hablar de imperio de le7e! en -
(63} 

el espacio, máe bien que de conflictos de leyes"; sin -

embar~o, como muchas otras expresiones empleadas en derecho, 

discutibles también en cuanto no expresan la connotación co• 

rrecta del objeto al que desl~nen, ha sido aceptada univer-• 

salmente hasta la recha, 

(62} N1boyet J. P.• Principios de Derecho Internacional Pr! 
vado,• pa~. 305,• Trad. de la 2a. Ed1c, Pranceea,• • 
Editora Nacional,• México 1965, 

(63) N1boyet J. P.• Ob, cit.• pa~. 199. 
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Bl hecho apuntado de que cada pa{a posea su propio 

sistema de solución de contl1ctos, dá lugar a la existencia• 

de dos tipos de éstos: 

El positivo, en el que se plantea una concurrencia 

de legislaciones, cada una de las cuales estima que la comp.! 

tenc1a para conocer 7 resolver el mismo le pertenece total•• 

mente, 1 

Bl negativo, cuando ninguna de las leg1slac1ones -

concurrentes en un determinado litigio se atribu7e competen• 

cia para conocer de él. 

Para solucionar el referido en primer término, se 

ha considerado que solo •concertando tratados d1plomát1cos• 

1 sub1titu7endo por una regla nueva y unit'onne, la de las le 
(64) -

gialacionee respect1vae•. 

11 conflicto negativo di lugar al problema de la -

reaieión o reenvío y se le tormula de la siguiente manera: 

Cuando, conto:rse a las reglas de contl1ctoe de le•• 

1•• dt un paí1, la lt7 de otro país es competente. ¿Habrá • 

que aplicar 1a1 dispoelciones de puro derecho interno de Jete 

últillo pab o at aplicarán sua reglas de Derecho Intemacio•• 

nal Pri ndo?, 

(64) Nlbo.,.t J.P,• Ob, o1t,• pag. 199. 



Conflicto de Jurisdicciones.• Este tipo de con•• 

tlictos 1e plantea cuando en una relac1ó~ Jurídica intervie• 

ne un elemento extrafto a la soberanía del Juez ante quien se 

somete para su decisión; eeto es, la primera cuestión que • 

debe resolver, ee dilucidar si de acuerdo con lae re~lae de 

su ordenamiento pl'Ocesal es competente o no para conocer de 

ese ne~ocio y una vez resuelta, detenninar cual es, se~n • 

ese mismo ordenamiento, la leJ que debe aplicar para resol··· 

ver el tondo del mismo, lo que d' lu~ar a los contlictos de 

Jurisdicciones 1 de le7es respectivamente. En ocasiones eu• 

cede que coinciden las re~las de competencia Judicial 1 las• 

de competencia le,islativa, pero no siempre sucede así, pre• 

cisamente por la divereidad de criterios en cuanto a puntos• 

de conexión que sirven de base para la solución de este tipo 

de contlictos. •si en erecto hubiera identidad, cada Jur1s• 

dicción no conocería ma1 que asuntos sometidos a 1u propia • 

191 1 todo el problema de 101 contlictoa de leyes desaparee!. 

rían, pueeto que· b&1taría determinar la Jurisdicción compe•• 
(65) 

tente para conocer la 117 aplicable•. 

Lo antes expue1to 1ucede en paí1e1 como el nuestro 

que adopta un criterio territoria11ata extremo de aplicación 
de la ltJ. Bn efecto, la tracción I del Artículo 121 de la• 

Con1tituci6n e1tablece que •1a1 le7e1 de un Bitado eolo ten• 

d"'n erecto en 1u propio territorio 7, por con1i,u1ente, no 

(65) Batiftol Henr1.• Traite Elementaire de Oro1t Intern,­
t1onal Privé.· pa,. 752.• Pl'01a1eme Bdltlon,• Par~• 
195•. 
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podrán 1er obli~ator1as tuera de é~·. de ahí que loe ór,a­

noe juried1cc1onales del pa!s, invariablemente aplicarán la 

.l•x torl para la eolución de todos los contlictoe que se B.2, 

meten a au conocimiento. 

Loa contlictoe de Jur11diccione1 ee presentan pre• 

viamente a loe contl1ctos de 197es y aunque ee les ha iden­

tificado o tncluÍdo entre eetos Últlmoe, sin embargo ee lee 

ha d11tinf'Uido atendiendo a la naturaleza de sus normas. 

•ta diterencta de naturaleza de las re~laa relativas a - -

ellos ea, en erecto conaiderable: eatae re~lae son, respe~ 

to a loe contlictoa jurisdiccionales, normas directae, que 

dan truned1atamente la solución buscada, que precisan el tr,! 

bunal - nacional o extranjero • que debe conocer del ne,o•• 

cio; laa relativas a loe contlicto1 de leyes son, por el • 

contrario, norma1 indirectas que únicamente determinan la • 

ley competente, el derecho civil, trancée o eepaftol a ejem• 

plo, en el que se encontraran lae re,1a1 de capacidad apli• 

cablea al individuo cone1derado". 
(66) 

Bl problema que en sí ee tan intere11ante.~ 1t plan• 

tea tanto en el ámbito internacional, como en el interno de 

loe E1tado1, aobre todo en 101 que adoptan el 1i1tem& rede• 

r&l, pero pierde interés referido a nueetro paíe, por la • 

aplicación de la doctrina terrttorialista que en este aent,! 

(66) Am•Ul'J J,• Derecho Inten\&cional Privado,• pa~. ~80.· 
ld1t, Jo1é Ma, Cajica Jr,• Puebla, México l9q9, 
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do cuando menos, elimina loa conflictos que surgen en los -

litigios en que interviene un elemento extra~o. 

Ad~máa de la determinación del tribunal competeJl 

•te en esta clase de juicios, los conflictos de jurisdicci~ 

.nea comprenden·otro tipo de problemas; el de la ejecuc1Ón• 

en un país de sentencias dictadas en otro. Por otra parte, 

estos temas y la colaboración internacional en materia p~ 

cesal, vienen a constituir a su vez el objeto propio del -

Derecho Procesal Civil Internacional; es decir, las normas 

adjetivas que el Estado dicta tomando en cuenta su calidad 

de miembro de la comunidad internacional, para regular las 

relaciones que se establecen entre el elemento humano que 

la inte1;1:ra. 

Finalmente cabe •!!:regar que "los conflictos de -

jurisdicciones, incluÍdos ciertamente en el Derecho Inter­

nacional Privado, concebido como re~lamentación Jurídica -

de la vida social internacional, continuarán formando par­

te de él, con los conflictos de leyes, aún cuando una no•• 

c1Ón más estrecha de esta ciencia excluya la nacionalidad• 
(67-a) 

1 la condición de 101 extranjeros". 

(67•a)' J. Amaury~- Derecho Internacional Privado,• P.ª~· 378. 
Trad. dtl Lic. José M\ CaJ1ca Jr,• Edit. Jose M, Ca• 
Jloa, Jr,• Puebla, Mexico. 
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C A P I T U L O IV 

.AMPLIACIOR DE JlJRISDICCIOR 

IH IL BSTADO DE SONORA 

A través de loa desarrollos anteriores hemos lle,!. 

do 1' al momento de enrocar nuestras miras al tema que vino -

a constituir el móvil de este modeato trabajo; la reforma -

11 Artículo 96 del Código de Procedimientos Civiles del Est!, 

do de Sonora, del 10 de junio de 1966 1 que entró en vi,.or a 

partir de au publicación en- el Boletín Oficial del Estado el 

d!a 22 del mismo mee 1 ano, cu7a reforma dice así: 

•1n 101 juicios sobre el eatado civil de 

1•1 personas, la competencia por razón• 

de territorio 1010 se podrá prorro~ar • 

mediante 1wni1ión expresa de ambas par­

tea al Tribunal ante el cual ee p1~eeen• 

te la demanda•. 

Mediante ella quedó ain erecto al 2•. párrafo de• 

dicho precepto que impedía la prór:ro~a de competencia, tratá!!. 

doae de 1ccione1 del e1tado civil de laa personas. 

De 101 ténninoa en que rué formulada la retonna, -

desde lue~ se advierte que la Única finalidad per~e,,uida • 

por el le~1slador tué propiciar loa divorcios de extranj•- • 

ro1J eapecíficamente loa de nacionales d•l vecino paíe del -

~.-.: (. 
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Norte, y de ellos Únicamente los voluntarios, pensando in~!. 

nuamente que en esa torma se benet1ciarían las poblaciones­

tronterizas de la entidad, con la avalancha de vecinos que 

ocurrirían presurosos ante loe tribunales sonorenaea al te­

ner conocimiento de las tacilidades que se lee otor~aban P!. 

ra disolver au vínculo matrimonial, 

Probablemente no haya existido jamás intervención 

alguna de loe ór~anoe legislativos del Estado que denote -

tal caren~ia de meditación y no solo eso, sino también poco 

respeto a los precedentes le~ielativos que, esos sí, tuvie­

ron su razón de ser; porque, mediante ellos ae puso fin a 

ese trático escandaloso, denigrante y corruptor que preval!, 

cia en Sonora, al igual que actualmente en Chihuahua, antes 

de la promulgación de los Códigos Civil y de Procedimientos 

Vigentes desde el afto de 1949, bajo el amparo de la Ley de 

Divorcio del Bitado, del 22 de abril de 1932. 

In etecto, mediante esta.ley, se permitió el di-­

vorcio de extranjeros, al establecerse re~las de competen-­

eta que lo hacían ractible, as{ en su Artículo 33 prescri-­

b{a: •En los casos de divorcio voluntario, la jurisdicción­

de loe Tribunales del Estado para conocer de ellos queda -­

irrevocablemente establecida por la sumisión de ambos inte­

resados al ocurrir ante el Juez, En loe casos de divorcio • 
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contencioso la jurisdiccion inicial ae establece por la su­

misión del demandante, y la definitiva e irrevocable, cuan• 

do el reo contesta la demanda sin oponer la excepción de 1!!, 

competencia o que interpuesta dicha excepción se resuelva • 

en tavor de la jurisdicción del Juez", 

Así pues, se establecían la sumisión expresa y t,! 

cita de las partes como criterior para fincar la competen•• 

cia de los Tribunales Sonorenses. Como era de esperarse -

aflu¡eron al Estado infinidad de matrimonios extranjeros 

con el fin de obtener su divorcio; pues al mismo tiempo y 

congruente con la tónica fijada por la ley, se establec1e-­

ron términos reducidos para la celebración de la junta de • 

avenimiento en loe divorcios voluntarios y también para di,g, 

tar sentencia, 

Pero como es de suponer, el móvil de la ley no -

era propiciar Únicamente los divorcios fáciles a los extra!!. 

jeros; sino que el le~islador se vali6 de ellos para arbi• 

trarse in~resos on una época en que el erario del Estado -

era sumamente raquítico¡ obli~ando a los interesados a pu• 

blicar los puntos resolutivos de la sentencia que decretara 

el divorcio, en el Boletín Oficial del Estado, por una sola 

vez, mediante el pa~o de loe derechos reapectivoe y a com-­

probar tal circunstancia ante el Juez del conocimiento, 
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qui'n debía negarles copia certificada de la sentencia o de 

cualquier constancia que sirviera para comprobar la disolu• 

ción del vínculo matrimonial, si no lo hacían; como puede• 

verse del Artículo 32 de la citada ley. 

Los tribunales del Estado, principalmente los de 

las poblaciones fronterizas, aumentaron notablemente el vo• 

lumen de negocios de loe que conocían debido, casi en forma 

exclusiva, a los divorcios de extranjeros, contribuyendo en 

gran medida a la corrupción del personal respectivo de cada 

juzgado, que atendía con la mayor premura esos juicios, an• 

t"'! la perspectiva del incentivo econcSmico que podía signi­

ficarles y aunque sería deseable esa celeridad en el despa­

cho de todos los litigios, el hecho de que era en detrimen­

to del resto de ellos que merecían esa misma atención, la -

hace criticable; al mismo tiempo, el Estado obtenía consi­

derables in~resos con ese motivo. Esto es, la ley cumpliÓ­

la finalidad para la que rué creada, pero al mismo tiempo • 

puflo de manifiesto las lacras apuntadas. 

Al entrar en vigor la legislación civil y proce-­

sal civil en 1949, no solo s~ derogó la Ley de Divorcia, s! 

no que, ademá1, se consideró improrrogable la colYIP.etencia • 

territorial, tratándose de acciones d~l. emtado .'~·¡\11, 1111Pi• 

·' 

. . . ·' \ \) 
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diendo en lo sucesivo el planteamiento de divorcios de ex-­

tranJeroa, y la secuela de vic1os que había traído consi~o. 

Inexpl1cablemente y cuando el ejemplo de Sonora -

era emulado en el Estado de Morelos, donde también se puso­

tin a ese comercio escandoloso que había acarreado un cona! 

derable desprestigio para nuestro país, en los medios Judi• 

ciales extranjeros, poniéndose en entredicho no sólo a las 

autoridades Judiciales, sino también al foro y, además, -

cuando en la doctrina de Derecho Internacional Privado y en 

algunos tratados se iba abriendo paso la idea de eliminar -

a la voluntad de las partes como atributiva de Jurisdicción; 

el legislador de Sonora, contra todos estos precedentes, r~ 

forma el Código de Procedimientos Civiles, presumiblemente­

con la idea ya apunta.da de permitir a los matrimonios ex- -

tranJeros su divorcio ante los tribunales estatales. 

Pero todavía cabe agregar que si bien la Ley de • 

Divorcio de 1932 rué promul~ada en una época en que el Est_! 

do se encontraba en una etapa de reestructuración, después­

de las convulsiones revolucionarias y postrevolucionarias, -

y requería por tanto, de loe ingresos que podía proporcio·­

narle el desquiciamiento y disolución de la celula familiar 

1 de las constumbres en los Estados Unidos de Norteamerica, 

• ,1 



como a111da para el cabal desenvolvimiento de la maquinaria• 

estatal 7 la consecución de sua tines; sin considerar por 

ello Justit1cada eaa actitud; sin embargo, la reforma en -

cuestión, n1 siquiera tuvo como móvil allegarle ingresos al 

Estado 7 no solo eso, sino, además, tampoco rué "cabal" 

en el sentido de que no le d1Ó expeditez al procedimiento,• 

reduciendo los términos como la Ley de Divorcio anterior. 

A reserva de volver sobre el tema y en vista de • 

que suscita una serie de problemas conexos, trataremos de • 

examinar cada uno de ellos, empezando por dilucidar, si com 

pete a los Estados miembros legislar en Materias Civil y de 

Procedimientos y en especial, si dentro de sus racultades -

se encuentra la __ de moditicar y restrinp:ir los derechos civ,! 

les de que gozan los extranjeros en el pa!s, pues de los -

términos de dicha ·reronna se desprende que la situación que 

contempla se constrifte únicamente al estado civil de las • 

personas, nacionalea y extranjeras por igual. 

PROBLIMAS QUE SI SUSCITAN EN EL ESTADO FEDERAL: 

In el Capítulo primero dijimos que lo caracter!st1 

co de un Estado tederal como el nuestro es la autodetermin!.., 

c1Ón legislativa de loe Estados miembros que se traduce en1 



lª.- La tacultad de darse su propia corustitución y -

la anexa para retormarla y dero~arla. 

2•.- La tacultad de poder legislar en materia civil 

1 penal con sue respectivos sistemas de proced! 

mientos. 7 

3•.- Las tacultades en materia impositiva. 

Pero. naturalmente sometidas esas tacultades a 

las restricciones que establece la propia Cons­

titución en.los Artículos 115, 117, 118, 119, 

1:20 1 121J con el t1n de que los Estados no 

desborden los límites establecidos por la pro-­

pia Conetitución, no sólo para la conservación 

de la torma de ~bierno, sino también para que 

no invadan ciertae eeteras de actividad reserva 

daa al gobierno central. 

Ello resulta evidente del aná11111 del Artículo 

73 1 de todos aquello• ordenamientos que han sido promul~a­

doe por el ljecutito Pederal, con base en las tacultades !.fil 
pl!citae o t'cita1 que le concede al Con~reso de la Unión. 

Sobre el part!cular cabe apuntar que la Pedera­

ción, tundida en •••• facultades implícitas a que se re•-



tiere la Última tracción del Artículo 73 Constitucional, -

ha ido ampl!ando cada vez más las facultades que expresa-­

mente le tueron concedidas por el precepto citado, tradu-­

ciéndose su dinámica actividad en este sentido en un alar­

mante centralismo legislativo. Baste ae"alar que la pro•• 

mulgación del Código Civil para el Distrito y Territorios 

Pederalee (tederal en materia) y el Código de Procedimien­

tos Civiles, no se fincó en facultad expresa que otor,ara 

al Congreso el Artículo 73; sino en la tácita para la ad­

ministración de justicia. 

Ee, pues, indiscutible la facultad de los Est!_ 

dos para legislar en materia civil y procesal; pues al no 

atribuirse al Congreso de la Unión en forma expresa en el 

Artículo 73, cabe suponer que quedó reservada exclueivame.!l 

te a los Estados, de acuerdo con la presunción que deriva­

del Artículo 124 de nuestra Ley Pundamental, Además, de -

conformidad con el Artículo 40 del mismo ordenamiento pol.f. 

tico, las entidades federativas son libree y soberanas en 

todo lo concerniente a su regimen interior y cabría eupo-­

ner, por tanto, que atendiendo al principio de territoria­

lidad de la ley, adoptado por el CÓd1~o Civil del Estado -

se Sonora, en su Artículo 13, las disposiciones locales ª.2. 

bre esta materia deben aplicarse por i~al a nacionales y 

extranjeros, estén domiciliados en el Estado o sean tran•• 

seuntes. 

• 1 
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Sin embargo, reter1do el problema al estado T 

capacidad de lae personas, por demarcarlo as{ la reforma a 

la ley procesal que es objeto d~ nuestro estudio, ha sido 

motivo de controv~rsia hasta el momento, st por lo que re.! 

pecta .a extranjeros deben aplicarse las leyes federales 

con exclusión de las locales, 

En erecto, la duda la ha or1~1nado la tracción 

XVI del Artículo 73 de nuestra Carta Magna que atribuye -

al Congreso la facultad, entre otras, de dictar leyes so-~ 

bre condición jurídica de los extranjeros. La inclusión -

de esa facultad en la citada fracción, rué motivada por la 

reforma al precepto ori~inal en el affo de 1934. El 20 de 

enero del propio a~o se promul~Ó la Ley de Nacionalidad y 

Naturalización que vino a dero~ar la de Extranjería y Natl 

raltzac1Ón, en v1~or desde 1886, de cuyo proyecto rué au•• 

tor el 1nsi~ne jurista Lic. Ignacio L. Vallarta. El ArtÍ• 

culo 50 de la retertda ley prescribe que: "solo la Ley F! 

deral puede mod1t1ear y restr1n~ir los derechos civiles de 

qne ~ozan los extranjeros, en coneecuencia, eeta ley y las 

disposiciones de los CÓdi~os C1v11 y de Procedimientos C1• 

viles del Distrito 1 Territorios Federales sobre esta mat,! 

ria, tienen el caracter de federales r eon obl1~ator1as en 

toda la Unión" , 
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Estos preceptos son los que han dado lu~ar a • 

la controversia· acerca de si corresponde a las leyes loca• 

les de las entidades federativas o a las leyes federales, • 

regir la capacidad y estado civil de los extranjeros en -

nuestro país; incluso la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en ejecutoria dictada en el Amparo Nº. 5070/35, p~ 

movido por la Sra. Johana F. Tauchnitz, de nacionalidad • 

' _alemana, contra la resolución del Tribunal Superior de Ju.! 

ticia del Estado de Yucatán, confirmando la sentencia de -

Primera Instancia que decretó el divorcio demandado por su 

esposo, Sr. Hermann Struck, también alemán; ' sustento el -

criterio de que debía concederse la protección de la just.!, 

cia federal.a la quejosa, fundándose en el hecho de que el 

estado civil de los extranjeros debe ser regido por las l~ 

yes federales; de ah! que al haberse aplicado la legisla­

ción local por los ó~anos jurisdiccionales del Estado, -­

existía una inexacta aplicación de la ley1violatoria de -

las ~arant!as individuales que consagran los Artículos 14 

y 16 Constitucionales. 

Alberto o. Arce, en su obra, Derecho Interna-­

cional Privado, ea afín al criterio sustentado por la su-­

prema Corte, pues considera que en tratándose de acc1ones­

del estado civil de loa extranjeros, la ley apicable debe­

aer la federal, sirviéndole como pauta para la fundamenta• 

,. 
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ción de su postura, lo que establece el Artículo 5o de la -

Le7 de Nacionalidad y Naturalización que viene a consti- -

tuir una aplicación de la facultad concedida al Congreso -

en la fracción XVI del Artículo 73 Constitucional, de le-­

~islar ·en materia de condición Jurídica de extranJeros, e~ 

clu{da por ello de las facultades reservadas a los Esta- -

dos. 

El origen del Artículo 50 de la Ley de Nacion.!. 

lidad y Naturalización se remonta a su equivalente en la -

Ley de ExtranJer{a y .Naturalización, promul~ada en 1886; -

esto es, el Artículo 32 de la misma que establecía lo si•• 

¡ruiente: 

"Solo la ley federal puede modificar y restri!!. 

gir los derechos civiles de que ~ozan los extranjeros en -

el país, se~n el principio de reciprocidad internacional, 

para que as! queden sujetos en la República a las mismas -

incapacidades que las leyes de su país impongan a los mex! 

canos que residan en él; en consecuencia, las disposicio• 

nes de los CÓdi~s Civil y de Procedimientos Civiles del -

Distrito sobre esta materia, tienen el caracter de federa­

les y serán obli~atorios en toda la Unión". 

Desde la promul¡ración de la ley, este precepto 

tué motivo de controversia, Desde lue~o se advierte que -
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en torma expresa admitió el principio de Derecho Interna•• 

cional de la reciprocidad le,ielativa o de hecho, eel'Ún el 

cual se conceden a 101 extranjeros los mismos derechos que 

en su pa{e de or1,en se otorgan a 101 nacionales. 

Is el maestro José Luis Siqueiros quién ha de• 

dicado un especial cuidado al estudio de este y otros te-­

mas de vital interés en la materia, 

Sobre el part{cular manifiesta "correspondie~ 

do a la Federación la facultad de legislar en fonna exclu• 

siva sobre extranjería, puede comprenderse fácilmente el • 

motivo que tuvo Vallarta para evitar que los Estados a tI',! 

vés de su legislación local, modificaran o restrin~ieran • 

en perjuicio de loe extranjeros, habitantes en sus terr1t,a 

rioa, los derechos que la Constitución, sus leyes re~lamen 
(67) 

tarias u otras disposiciones federales lee concedieran". 

La Constitución de 57, concedía a los extranj! 

ros el ,oce en la República, de los mismos derechoa civi•• 

les que a 101 mexicanos corresponden, independientemente • 

de las ~arant{as individuales consi~nadas en la Sección • 

la, Título I,de la propia Constitución, de las que tam• • 

bién disfrutaban los extranjeros, De ah! pues que a Va••• 

llarta hubiera interesado sobre manera que existiera un • 

(67) Le7 a~licable al estado civil de loa extranjero• en• 
M'xico,• ¿Pederal o Estatal? • Sobrtttro dtl Bol•• 
t!n del Instituto de Derecho 6omparado de M6xico,• 
mayo·•~oato 1962, 
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en tol'll& expreea adm1t1Ó el pr1nc1pio de Derecho Interna•• 

c1onal de la reciprocidad le,ielativa o de hecho, ee~ún el 

cual se conceden a los extranjeros loe mismos derechoe que 

en su pa{s de or1,en se otor,an a los nacionales. 

Is el maestro José Luis Sique1ros quién ha de­

dicado un especial cuidado al estudio de este ~ otros te-­

mas de vital interés en la materia, 

Sobre el part!cular manitiesta "correspond1e.n 

do a la Federación la facultad de legislar en tonna exclu• 

siva sobre extranJería, puede comprenderse tácilmente el -

motivo que tuvo Vallarta para evitar que los Estados a tr,!, 

vée de su legislación local, modificaran o restrin~ieran -

en perjuicio de los extranjeros, habitantes en sus territ,2. 

r1oe, los derechos que la Constitución, sus leyes reFlamen 
~7) 

tariae u otras disposiciones federales les concedieran", 

La Constitución de 57, concedía a loe extranj.! 

ros el ~oce en la República, de los mismos derechos civi·­

les que a los mexicanos corresponden, independientemente -

de las ~arantías individuales consiFnadas en la Sección -

la, T!tulo I,de la propia Constitución, de las que tam- -

bién disfrutaban los extranjeros, De ah{ puee que a Va••• 

llarta hubiera interesado sobre manera que existiera un • 

(67) Le7 aplicable al eetado civil de los extranjeros en• 
México,- ¿Federal o Estatal?• Sob~t1ro del Bole• 
t!n del Instituto de Derecho 6omparado de M6xico.­
mayo·•~oeto 1962, 

. ,' 
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criterio un1f1cado en todo lo concerniente a extranjeros,• 

a1n d1at1nguir incluso lo relacionado a su estado civil 1 

capacidad que entonces como ahora correspondía a loa Bata• 

dos su reglamentac1Ón; puesto que de otra manera hubiera• 

habido tantos criterios al respecto como Estados hay, lo -

que implicaría desorden y anarquía 7 evitaría, por cons1•• 

guiente, el cabal tuncionamiento del principio de rec1pro• 

Cidad. 

In favor de la téais de Vallarta ae pronunciÓ• 

Rodr!guez y en su contra lo hizo Zavala, quién la conside• 

ra inconstitucional por estimar que la materia a que se r!. 

t1ere el Art!eulo 32 de la ley era de las reservadas a los 

Batado1, de tal modo que al legislar sobre ella la Federa­

ci6n, coartaba la autodetenn1nac1Ón le~1alat1va de aqué---
(68) , , 

lloa en eee sentido, maxime que tal restr1cc1on no e.! 

taba 1mpl!c1ta en la tracción XXI del Artículo 72 Conatit~ 

cional que solo hablaba de leyes de naturalización y ex••• 

tranjer!a. 

De la confrontación de loa Artículos 32 1 50 • 

que se vienen comentando, se ad•ierte que difieren Única-· 

aente en cuanto a la 1nclua1Ón en su texto del principio -

de reciprocidad que consagraba el primero 1 eliminó el H• 

~ndo. 

(68) Zavala J. Peo.• Derecho Internacional Privado,• •• 
pa~. 294.• M'x1co 1889. 
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Ahora bien, "por derechos civiles el le~isla­

dor de 1886 entendió, como textualmente lo repite el orde­

namiento de 1934, aquéllos que el derecho civil otor~a a -

los er.tranjeros en igu~ldad de circunstancias que a loe n.!!, 

c1onalea. Es decir, el derecho a la personalidad jurídica, 

de adquirir propiedad, de poder testar, de ser heredero, -

de domiciliarse en el país, etc. Referida esta interpret.!!, 

c1Ón al estado civil de las personas, el extranjero ~oza, • 

como el mexicano, del derecho de contraer matrimonio, de • 

adoptar, de investi~ar la paternidad natural, de divorcia.! 

se, etc. Lo que las le~ielaciones locales no pueden ha-­

cer, es mod1t1car esos derechos, constrifféndolos o redu• -

ciéndolos en perjuicio de los extranjeros, facultad que en 
(69) 

tonna exclusiva corresponde a las leyes federales"; -

as{, a ejemplo, no podrán negarles la facultad de ocurrir• 

ante los tribunales respectivos en solicitud de divorcio,• 

porque se desconocería con ello su personalidad jurídica • 

11 por tanto, su capacidad procesal, 

Is decir, el hecho de que a loe extranjeros se 

lee conceda el divorcio en las entidades tederativas, no -

entrafta la modificación de los derechos civiles de que ~o­

zan en el pa{1¡ 1ino, por el contrario, ello implica aju,L 

tara• a 101 t6rminos del Artículo 50 de la Le1 de Naciona­

lidad 1 Naturalizaci6n, en cuanto la1 decisiones de los ó,t 

(69) S1qut1ro1 Jo•' Lu11,• Ob, cit. 



gano• 3ur11d1cc1onalea 4e loa Bstados vienen a a1gn1f1car • 

el reconocSaiento y la plena real1zac16n del derecho a la • 

pereonal1dad jur!41ca1 es decir, a su capacidad para ser • 

parte, de tal modo que al no denegarse el ejercicio de esas 

acciones del estado civil, se cumple tielmente con los 11•• 

neazniento1 del precepto legal citado. 

En reaumen podemos decir que al incluirse por • 

Vallarta e~ la Ley de Bxtranjer!a y Naturalización de 1886, 

el Artículo 32, no existía base constitucional para decla•• 

rar que solo la ley federal podía modificar 1 restringir • 

loa derechos civiles de que gozan loa extranjeroe en el • • 

pa!s. Para justiticar au tésis rué que en 1934 se incluyó, 

entre las facultades del Congreso, la de dictar leyes sobre 

co~1c16n de extranjerosJ de ah{ que al derogarse la Ley • 

de 86 7 promulgarse la de Nacionalidad 1 Naturalización el 

mismo ano, se hubiere adaptado en su articulado, casi tex• 

tualmente,el contenido del precepto mencionado con antela•• 

ción en su Artículo 50. 

No ea discut1blt pues, que solo la tederac1Ón -

puede legislar en materia de condición de extranjeros y, en 

consecuencia, que solo las leyes tederale1 pueden rnoditicar 

J restringir loa derecho• civiles de que é1to1 ~zan; pero 

tampoco debe 1er motivo de controveraia que compete a los • 

. " 



Estados, en torma exclusiva, darae su leg1alaci6n civil 1 

procesal civil 1 que "el estado 1 la capacidad de las peJ: 

sonaa extranjeras debe regirse por las le1es civiles vi~eJ! 

tes del lugar donde habitan en la República; consecuente• 

mente, si el acto relativo al estado civil se verifica deJ! 

tro de la jur1adicci6n territorial de cualquiera de los E,! 

tados de la Pederaci6n, aer' la legislaci6n de los Últimos 

la que se aplique para todoa los erectos concerniente• a • 

la validez del acto. Bl Artículo 121 tracci6n IV de la • 

Conatituci6n Federal, contirma la opinión anterior: "Loa­

actoa del estado civil ajustados a las 191es de un Estado• 

tendr"1 validez en 101 otros ••• • (como dijimos antes). • 

11 C6digo Civil vi~ente en el Estado de Sonora adopt6 el • 

criterio territoriali~ta de aplicaci6n de la le1, del CÓdJ. 
go Civil del Distrito, estableci,ndolo en au Artículo 13;­

de ah{ que ~on ma1or razón el ~stado civil de loa extranj! 

ros deba regil"Be por aua leyes, puea basta que sean habi•• 

tantea del Bstado1 domici1iadoa, o a1mp1emente transeúntes• 

para quedar aometidoa a 1u 1egi1laci6n, la dnica diteren•• 

cia entre 101 precepto• de ambo1 c6digo1, es que, mientra• 

que el de Sonora ae retiere a 11191 del !atado, el del Di!, 

tr1to alude a 197e1 •extcanaa aplicable• a todoa 101 habi• 

tantea de la República. 

11 maeatro Siqueiro1 man1tle1ta al re1pecto •• 

que •• aignitlcativo que e1te ordenaatento haga alueión a 



76 ..... 

19111 aextcanaa ~ no a d1apoa1c1onee de eate c6dif'O aplica .. 
blea a 101 hab1tantee del D1atr1to 7 Ter1"1to1"101 Pederalee, 

a-dn cuando algunoe jur1ataa la consideren coJllO un argwnen­

to mia para excluir lae materias del estado 1 capacidad -

(en lo. que ae refiere a extranjeros) de la competencia de 

laa legi1lac1ones locales 1 el código CiTil de Sonora, ell 

tre otros, al parecer contirma eae critel'lo, al a~regar en 

la 4lt1ma parte del citado precepto que trat{ndoee de ex-­

tranJeros se tendr&n en cuenta las disposiciones de las l!, 

~es tede1"&le1 sobre la materia. 

Sin embargo, también es significativo que tan­

to loe oticiales del registro civil, como las autoridades 

Judiciales, invariablemente aplican las leyes locales a t,2 

doa loa acto• l'elativoa al estado civil de 101 extranje- • 

roa, sencillamente porque ello no implica modificación o • 

reatr1cci6n a los derechos civiles de que éstos ~ozan en • 

la Re¡Ñblica, sino exclusivamente au ejercicio. 

Pinalmente cabe a~regar que si bien la tedera• 

c1Ón está tacultada para legislar en materia de condici6n­

de extranjeros, por ella debe entenderse • ••• el conjunto• 

de derechoa 1 obligaciones a que ••t'n 1ujetos durante au• 

permanencia en el país, ea decir, au status trente al lat! 

. .' 
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do. Por ejemplo, la excensión del servicio militar obl1• 

gatorio, lae obligaciones de pagar las contribuciones f1!, 

cales, de obedecer 1 respetar la Constitución~ leyes y ª.!!. 

tor1dades del pa{s, de consideraree nacionales -respecto -

de los contratos en que intervengan o concesiones que se 

les otorguen. No ha1 duda que todas estas matel"iaa que-­

dan en los límites exclusivos de la competencia ted~i~i\l, 
aún hay mia, todo lo concerniente a las cuestiones pol{t! 

co-migratoriaaJ es decir, su adllllsión 1 expulsión del -

pa{a, corresponden también a ella. 

Algo completamente distinto es lo referente al 

eetado c1'111 de los extranjeros, pues como quedó asentado• 

con antelación, únicamente te a loa Estados a quienes com­

pete leg1elar sobre él, por no haberse conferido en torma­

expreaa eea tacul tad al Congreso de la Unión; de ah{ - -

puee que se est.ime inconst1tuc1onal el Artículo 50 de la -

LeJ de Nac1onal1dad 7 Watural1zac1Ón, ya que lesiona la &J!. 

todetel'91nac16n leg1elat1va de las entidades tederat1va1 -

en , .. 1ent1cto. 

Sobre el part{cular cabe agregar que sería de• 

todo punto deaeablt la un1t1caci6n de la l•~11lación,a tin 

de evitar la.dl1crepanc1a de criterio en la regulación de 

ttta •t•rla. 

(70•a) S1que1roe J.L.• Le7 aplicable al Jetado 01v11 de • 
101 lxtranJeroa tn México.• · 

. .' 
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REGLAS JZ CCl4PE'l'ENCIA EN MATERIA DI DIVORCIO 

Una vez establecido que es de la competencia ex­

clusiva de las entidades tederat1vas le~ielar en todo lo -

reterente al estado civil 1 capacidad de las personas, in• 

clu7endo los estranjeroe, siempre y cuando ello no si~nif! 

que mod1t1cac1ón o restricción de esos derechos y por tan• 

to que corresponde a los tribunales respectivos conocer de 

litigios que versen eobre esas materias y, además, que la 

retonna al Artículo 96 del CÓd1~o de Procedimientos C1vi·­

les del Estado de Sonora solo contempla el caso de divor-­

c1os de extranjeros por sumisión expresa de las partes; se 

impone examinar las re~las internacionalmente admitidas P!. 

ra detenninar la competencia judicial a ese respecto. 

Previamente, sin embargo, es preciso apuntar la­

idea de que el divorcio, a mi juicio, es una necesidad so­

cial que se impone para poner fin a situaciones conflicti­

vas que se ori,inan entre cónyu~es y que en el tondo son -

provocadas por una serie de ractores morales, eoc1ales, 

psicológicos e incluso somáticos; que a la postre hacen i~ 

sostenible la vida en común, con el cona1,u1ente perjuicio 

que resulta para la prole, la que a fin de cuentas es la -

mayormente afectada, en ambos supuestos; esto es, en -

rn~. ;yn re.\ c:·:1n.M. 
U. N •• ~. iJ, 



loe hogares en que proliteran las deaavenienciae entre COJl 

sortee, como una vez que éetoe logran disolver el vínculo 

matrillonial. 

le, pues, un hecho que no podemos soslayar, el • 

que con suma trecuenc1a 7 ante la intransigencia, toeudez, 

incomprenai6n e irresponsabilidad de loe c6nyu~ee, exista 

una suspenai6n indefinida de las obli~acionee inherentes -

al matrimonio, de tal modo que en estos caeos el divorcio 

viene a si~niticar el :remedio que pone tin a esa situación 

irregular. 

Expuesto lo anterior, podemos decir, s1~iendo -

el pensamiento del ilustre tratadista de Derecho Interna•• 

c1onal Privado, Joaquín Caicedo Castilla, que son cuatro • 

los eieteaae históricamente dados para determinar la ley -

aplicable al divorcio: 

l•.- 11 de la le7 del lugar de la celebración del ma• 

tr1.lllonio (lex loci celebrationis); 

2•.- El de la ley del domicilio conJU~al (lex 

domicilii); 

3•,. El de la l•J nacional de loe cóft1U,•s (lex • • 

patriae), 1 

. ,' 



4• •• Bl de la ley del lugar en que se plantea el di•• 

vorcio (lex rori). 

Sobre cada uno de estos sistemas se han formula­

do críticas en pró y en contra; as!, respecto del primero 

se ha dicho por quiénes la sostienen, que la capacidad pa• 

ra contraer matrimonio se rige por la ley del lugar de la 

celebración y, por tanto, que la misma ley debe tenerse en 

cuenta para su anulación o disolución. 

En cambio se ha objetado a esta teoría que mu• -

chos pa{ses aplican la ley nacional o la del domicilio a -

la capacidad y condiciones de fondo del matrimonio; ade•• 

más, ocurre con la mayor frecuencia que la celebración del 

matrimonio es solo accidental, como sucede en nuestro - -

~a!s, en que los contrayentes se internan a las poblacio•• 

nea fronterizas, con el exclusivo fin de casarse ante los• 

Oticialea del Registro Civil, quiénes aplican laa leyes l! 
calee en cada caao; de ah! que al no existir vínculo al~,!! 

no, resulte antijurídico rer,ular la anulación o disolución 

del matrimonio conforme a 101 lineamientos del lu~ar de su 

celebración. 

11 segundo sistema, adoptado principalmente por 

l1tado1 Unido• de Norteamerica,tiene el inconveniente de • 



82 

cone1derar al divorcio como una sanción penal, cuando ea 

originado por escándalo público: etendo que exieten nu• 

merosos cauealee que no provienen de hechos que puedan • 

conceptual'l!le como delitos; por otra parte, es indepen•• 

diente la acción que resulta, pues aún en el supuesto de 

que el CÓl\JUge ote~dido no ejercite la acción correspon• 

diente cuando la causal contigura un ilfcito penal, el • 

Estado, como monopolizador de la acción penal, la ejerc! 

tará 7a sea de oficio o porquerella de parte "1 en amboe • 

caeos aplicará la pena correspondiente. Además, se ha • 

soetentdo en contra de este sistema que tiene el 1nconv.!. 

niente de que quedaría a elección de lae partes la le7 -

aplicable, pues podrían cambiar su domicilio al lugar • 

que más se acomodara a sus intereees, 

Respecto de la tercera teoría se ha dicho que 

siendo del máe alto interés polf tico todo lo concernien• 

te al estado civil 1 capacidad de las personas, corree•• 

ponde a la le7 del Estado del que son nacionales, regu•• 

lar tanto su matrimonio co•o su divorcio, Sin embargo, 

se le ha criticado que en ocasiones loe cónru~es puedan 

cambiar de nacionalidad con el Único prop6sito de obte•• 

ner su divorcio, dando lu~ar as{ a la situación que et • 

conoce como fraude a la ley; esto es, loe intereeadoe .• 
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evaden por ese medio no solo la aplicación de la ley, s! 

no la Jurisdicción del país del. que eran orip:inarios) por 

virtud de que no les era favorable y obtienen su divor-• 

cio en otro Estado de legislación más liberal en ese -­

sentido. 

Ante tal situación surge la duda acerca de la• 

191 que deba aplicarse. Sobre el part!cular, se ha gene• 

ralizado la tendencia de la Jurisprudencia de·los diver• 

sos pa{ses de la comunidad internacional de rechazar los 

divorcios basados en naturalizac1ónes fraudulentas. 

Pero además, se ha dado el caso de que uno so• 

lo de loa cónyuges cambie de nacionalidad y valido de • 

esa circunstancia trata de obtener su divorcio. 

Para resolverlo no existe un criterio uniforme; 

por tal razón, la Convención de La Haya de 1902, sobre • 

divorcio, estableció que se regiría por la Última ley n! 

cional, solución razonable que no obstante rué rechaza­

da por la jurisprudencia francesa a partir del affaire • 

l'errari, en el que concedió el divorcio demandado a é~te, 

de nacionalidad ita11ana,por su espo1a francesa de ape-­

ll1do a•naoul; quiíne1 prHlamente habían obtenido en • 
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Italia una sentencia de separación de cuerpos, ya que C,2. 

mo ee sabido no admite el divorcio vincular. 

Finalmente, conforme a la cuarta teoría, la de 

la lex for1, se debe aplicar al divorcio la ley del lu-­

gar donde éste se demande, en consideración a que todo -

lo relacionado con él y la ramilia es de Órden pÚblico,­

porque afecta la organización jurídica del Estado. 

Se la ha objetado porque propicia loe fraudes­

ª la ley, ya que bastaría a los interesados cambiar de -

residencia para quedar amparados por una ley liberal en 

cuanto a sus causales de divorcio. "De ahí que en la 

práctica haya tenido poca aceptación, de tal suerte que­

la mayoría de los juristas que califican al divorcio co­

mo de Órden público, no admitan la aplicación de la lex 

fori sino cuando coincide con la del domicilio de los 
, ~) 

conyu~es". 

Insistiendo sobre el tema de las re~lae de coE 

petencia en materia de divorcio, Siqueiroe nos dice que 

•se advierte una clara influencia de las re~las admiti•• 

das para la competencia legislativa y la mayor parte de 

los autores propugnan por una coincidencia entre la ley· 

(70) Ca1cedo Castilla J. Joaquín.- Ob, cit.- pa~. 383 y 
B1~s, 
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aplicable al rondo 1 la que determina la competencia de• 

los tribunales. Esa tendencia se advierte también en el 
(7l•a) 

derecho convencional•. 

En efecto, el Código de Derecho Internacional• 

Privado o Código de Bustamante, aprobado en ~a Sexta Co,!l 

rerencia Internacional Americana que tuvo lugar en la H!, 

bana en 1928, en su Artículo 52,adoptó como princ1p1o ~~ 

neral la ley del domicilio conyugal para regular ~l di·­

vorcio y la separación d.e cuerpos, pero no puede fundar­

se en causas anteriores a la adquisición de dicho domi•• 

c111oJsi no las autoriza con iguales erectos la ley per­

sonal de ambos cónyuges, 

El mismo principio adoptaron los Tratados de -

Montevideo de 1889 y 1940 en sus Artículos 13 y 15, res­

pectivamente) y seftalaron como Juez competente para cono­

cer de los Juicios de nulidad de matrimonio, divorcio y 

en general de todas las cuestiones que afectan las rela• 

oiones de los esposos, al Juez del domicilio conyugal, en 

los Artículos 62 y 59 e igualmente lo hizo el Código de 

Bustamante, 

(7l•a) Sique1roe J.L.- Competencia Jurisdiccional en Ma 
teria de Divorcios Extranjeros. -
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El Convenio Internacional para la Regulación • 

de los Conflictos de Leyes y Jurisdicciones en materia • 

de Divorcios y Separación de Cuerpos, celebrado en la -

Haya en 1902, admitió el sistema de la ley nacional de­

los esposos y la del lugar donde se ejercite la acción; -

pero la ley nacional debe ser la Últirea que hubieran te­

nido los cónyuges y seftala como tribunal competente a 

los que se designen como tales por la misma ley o los 

que resulten competentes con arreglo a la ley del lugar­

de su domicilio; sin embargo, si conforme a su ley na--
I 

cional los esposos no tienen el mismo domicilio, sera • 

competente el Tribunal del domicilio del demandado, 

"Por lo que respecta al Restament of the Law -

or Conflict or Laws, cabe declarar que es la ley del ro­

ro la que rige el derecho al divorcio y que las acciones 

relativas al matrimonio se consideran 1n rem, siendo com 

petente para conocer de las mismas el tribunal donde PI'2, 

cesalmente se considera situada la marital res, lle~ánd~ 

1e as! a la coincidencia entre las re~las de fondo y la 

lex tori, La Suprema Corte de Estados Unidos ha manten,! 

do la téois de que la jurisdicción en materia de divor•• 

010, para ser reconocida extraterritorialmente, debe es• 

tar basada en el domicilio adquirido de buena té, final• 
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mente, en el COlllllon Law inglés, la lex domic1li1 rige a la 

vez la competencia Judicial y la competencia legislativa, 

entendiéndose por dom1c1lio el domicilio conyuFal". (Tl) 

El Código.de Procedimientos Civiles de Sonora,­

en su Artículo 109 fracción XI, establece como regla gen!_ 

ral la competencia del tribunal del domicilio conyugal P!. 
ra conocer de los Juicios de divorcio y en caso de abandj!, 

no de hogar, el del domicilio del cónyuge abandonado. En 

este sentido ee coincidente con el CÓdi'p:o del Distrito y 

Territorios Federales y con los de la mayor parte de los 

Estados; pero al mismo tiempo establece una regla espe-­

cial, al igual que el relativo del Estado de Morelos, pa­

ra el caso de que se demande el divorcio por causa dieti!! 

ta del abandono y hubiere separación de hecho, conflrién-,, 
dole competencia para conocer del mismo al juez del domi• 

cilio del demandado. Esta prevención es muy razonable, • 

pues evita que el actor obtenga su divorcio sin audiencia 

del demandado y sin darle a éste oportunidad de defender-

se, 

PRORROOA DE COMPETENCIA 

Al tratar de la competencia en el Capítulo II,• 

diJim~s que el C6d1go de Procedimientos Civiles de Sonor1, 

(71) Siqueiros Jooé Luis.- Competencia Jurisd, en Mat, • 
de Divorcios de Extranjeros, 

• ! 

. ' 
r 
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la tinca para los Tribunales del Estado, por razón de t,!. 

rritorio, cuant!a, materia y r,rado. De éstas, solo la • 

que se tunda en territorio puede ser prorro~able, confo_t 

me lo establece el Art!culo 96 y tratándose de juicios • 

sobre el estado civil de las personas, solo se admite -

por sumisión expresa de ambas partes ante el tribunal -

que conozca del asunto. 

El maestro Eduardo Pallares nos dice en su Di~ 

cionario de Derecho Procesal Civil que la prórro,a de -

competencia "es el acto tácito o expreso de lae partee, 

por virtud del.cual hacen competente a un juez, que, co~ 

torme a las reglas generales de competencia, no lo es P.!. 

ra conocer del juicio sino cuando aquéllas se someten a 

su jurisdicción". 

Para Caravantes "Por prórro~a de competencia • 

se entiende la racultad que ejerce un juez o tribunal -

que la tiene propia, al conocer de ciertos ne1ZOcios que 

no le est'n atribu!dos por las re~las generales que han 

presidido a su institución, sino por la circunstancia de 

que se eometieron a su conocimiento por la voluntad de -

las partes•. 
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Para que opere la prórroga de competencia territg_ 

rial, no es precisa la comprobación de que las partes o una 

de ellas al menos, se hallan domiciliado previamente en la 

demarcación conrpetencial del juez del conocimiento; "Por -

lo tanto se carece del ""punto de conexión"" que exigé la -

doctrina en el Derecho Internacional Privado, pues al fal-­

tar tanto el domicilio, como la residencia y el lu~ar de º! 

lebración del acto, la relación procesal de juez a partes -
1 (72) 

ae establece por la s11111>le voluntad de estas", es por• 

ello que no se le ha admitido en el Derecho Convencional I~ 

ternacional, o bien se ha condicionado a la circunstancia -

de cuando menos una de las partes sea nacional del Estado a 

que pertenezca el juez del conocimiento o ten~a en el su d.2, 

mi cilio. 

El Código de Derecho Internacional Privado de Bu! 

tamante admitió ia prórro~a de competencia territorial pero 

sometida a las condiciones apuntadas. 

Loa Tratadoa'de Montevideo de 1889 no admitieron• 

la sumisión tácita o expresa de las partea a determinada j~ 

ri1dioclÓn¡ sin embargo, los de 1940 en su Artículo 56 la 

establecieron, Únicamente tratándo1e de acciones referentes 

a derecho• per1onale1 patrimonialea, 11, después de promov! 

da la acción, el demandado la admitía voluntariamente. 

(72) Carrillo J.A.- Matrimonio y Divorcio en México a la luz 
del Derecho Internacional Privado.• Sobret1ro de Revlp• 
ta de la Facultad de Derecho N'. 56, XIV, oct•d10,5q. 



"El Restament of The taw or Contlict or Laws no -

contiene disposición especial a la prórro~a de competencia, 

ya que la Jurisdicción tiene dentro del Common La.w, un si~­

niticado diferente al que se le atribuye en el Derecho Rom,! 

nico; puede afirmarse, sin embar~o, que la sola su~isión -

voluntaria de las partes, con ausencia absoluta de o.tros -

elementos determinados de la jurisdicción (domicilio, ubi­

cación del bien, lu~ar convenido en el contrato), no basta­

para conferir competencia en el derecho anr:r.losajón11 .(73) 

En nuestro medio existen también opiniones de nota­

bles juristas, contrarias a la admisión de la prórro~a com­

petencial; ae! el maestro Eduardo Trigueros Sarabia, en su 

proyect~ estableciendo las basee de reglamentación del Ar-­

tículo 121 Constitucional en su fracción IV, relativa a ac­

tos del estado civil; cuya elaboraci~n le rué encomendada -

por la Barra Mexicana en 1948, debido a la inquietud que • 

provocaba "la s1tuaci6n anormal que se ven!a presentando en 

materia de actos del estado civil en distintos Estados de -

la Repdblica que daba lugar a evaciones a las Jur1sdiccio•• 

nes competentes y a matrimonios, divorcios y otros actos o~ 

tenidos fraudulentamente en distintas jurisdicciones de la 

Rep~bl1ca y al natural descr~dito de nuestro pa!s en el ex• 

tranjero"f74> consideraba que la competencia territorial no 

es prórro~able en materia de actos del estado civil. 

(73) 

(74) 

Sique1ros J. t.- Competencia Jurisdicc lonal en Materia de 
Divorcio de extranjeros.- El Foro Nº. 45. abril-Junio 64. 
S1quc1ros J .L.- Loa Conflictos de te~·es en el Sistema -
Conati.tucionnl.- pa~. 83.· 



Ahora bien, para que la prcSrroga de competenc~a pu.! 

da operar se requiere el consentimiento de las partes, ex-­

preso o t'cito. La sumisión ea expresa, cuando los intere­

sados renuncian clara y terminantemente al tuero que la ley 

lea concede 1 designan con toda precisión al Juez al que se 

someten. Ea t'cita de parte del actor, por el hecho ~e oc~ 

rrir al juez interponiendo la demanda; . del demandado, por 

contesta~ la demanda o reconvenir al actor, sin reclamar la 

incompetencia o que habi,ndola promovido, se desista de -­

ella y del tercer opositor y cualquiera otra persona por el 

hecho de ocurrir al juicio. 

Como vimos al iniciar este capítulo, el Estado de -

Sonora admitió la prórroga de competencia territorial por -

sumisión expresa y tácita de las partes hasta 1949, afio en 

que se promul~Ó la legislación civil y procesal en vi~r, • 

en la que ee suprimió; es decir, se consideró imp:rorro¡:i:able 

la competencia tratándose de acciónes del estado civil de • 

las personas por el Artículo 96, segundo párrafo, del Código 

de Procedimientos Civiles, el que tu' reformado en Junio de 

1966, admitiéndose de nueva cuenta, pero solo por SUJl'isión­

expreea de ambas partea. 

•Moreloe, hasta ~l ano de 1954, techa en que se re­

formó la le~islación procesal civil, ~ozaba de un notorio -

• ! 
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deapreetigio, nacional e internacional, por las tacilida• 

dee que concedía en materia de divorcio •••• Al frenarse d! 

cho tr,tico 1 sanear el maltrecho presti,.io judicial, el • 

legielador morelense optó por cerrar la puerta a la pr6rx:2_ 

ga competencial e impedir a loe interesados someterse vo•• 

i 
. • • (75) luntar amente a esa jurieaiccion estatal • En erecto, 

en el segundo párrato del Articulo 75 del Código de Proce­

dimientos Civiles estableció • ••• In los juicios sobre es­

tado civil de las personas, la competencia por raz6n del • 

territorio no es prol"l'Ogab1e•. 

Actualmente, Chihuahua 1 Tlaxcala se han s1gnitic!, 

do por tener legislaciones auspiciosas de divorcios fáci•• 

lee, admitiendo la prórro~a de competencia (territorial) • 

por swa1eión expresa 1 t'cita de las partee, con el consi• 

~itnte desprestigio para nuestro pa!s. 

La liberalidad de estas legislaciones, referida a 

la1 reglas de co•petencia judicial, ha dado 1u,ar al plan• 

te .. iento de juicios de divorcio que loe tribunales norte• 

.. er1eanoe han distinguido en tres tipos: bilaterales, ex• 

parte 7 por correspondencia. "En loe casos de divorcios • 

aigratorlo1 1e acoetumbra dietln~lr entre sentencia• die• 

tada1 ex•parte 1 eentenclae bilaterales. En 1•1 eenten• • 

cla1 tx•parte, solamente uno de los cÓnJUgte ee apersona • 

(T5} S1qut1ros J.L,• Competencia Juriedincional en Materia 
de Divorcio• lxtranjeros. 
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en el juicio que se lleva ante una jurisdicción extrafta, 

mientras el otro permanece en casa y no participa en el Pz:2, 

ceso, aún cuando puede suceder que se le ha¡a notificado la 

iniciación del mismo. El segundo tipo de procedimientos·de 

divorcio es de caracter bilateral, uno de los cónyuges está 

tisicamente presente en la jurisdicción que dictará la sen­

tencia r el otro habitualmente comparece por medio de apod,! 

rado. Este proceso ha estado precedido, ~eneralmente, por 

un período de ne~ociaciones en el curso de las cuales las -

partes han intentado resolver todos sus problemas relativos 

a propiedades, pensión alimenticia, custodia y derecho de -

visita a los hijos, se~uros, etc. Los acuerdos de las par­

tes sobre estas materias están incluidas en un convenio de 

separación. Después de que dicho convenio es finnado, uno 

de los cónyuges acude a la jurisdicción extrana •••• de tal­

manera que el matrimonio pueda disolverse por una sentencia 

de divorcio •••• Bl divorcio por correspondencia se tramita 

por el sometimiento que ambas partea efectúan por conducto­

de sus reepectivos apoderados. Difieren de los divorcios -

bilaterei.lea y •••• ex-parte en que ni eiquiera el acto1• acu­

de personalmente a Juicio. Un apoderado mexicano del dema_!! 

dante inicia el Juicio ante un Juez del Estado de Chihuahua 

invocando la causal de divorcio (incompatibilidad de carac• 
(76) 

teres) y un apoderado del demandado ee allana a la demanda". 

c·16> Morr1e Plascowe.- La validez de los D1vorc1os Mexioa 
nos. -



Desde luego se advierte que en los supuestos ce.u. 

templados opera la prórroga competenc1al, lo que nos 1ndu• 

ce a preeuntarnos acerca de los efectos que les son recon2 

cidos a las sentencias dictadas en cada caso. 

"Si hemoe de atender a lo que expresa el profe-­

sor Plascowe en su conferencia citada, Nueva York reconoce 

las sentencias de divorcio cuando las dos partes han comp~ 

rec1do ante el tribunal que dicta la sentencia y una de -

ellas por lo menos ha satisfecho los requisitos de reside.a 

cia o domicilio que exige la lex fori, aunque dicho dorniel, 

lio no se haya establecido de buena ré. Empezando con Le• 

viton US Leviton en 1938, los Tribunales de Nueva York han 

dado validez a innumerables sentencias de divorcio dicta-­

das en M'xico, atendiendo a que laa partes en litigio, o -

cuando menos una de ellas, comparece fisicamente ante el • 

juez de la causa. Por el contrario, divorcios e:~·parte y 

"por correspondencia no han sido reconocidos por los Trib~ 

nales del Estado". 

Conviene mencionar, sin embargo, dos importantes 

resoluciones dictadas por la Suprema Corte de Nutva York, • 

en las que eata política parece estar cambiando. Son los 

casos Wood 1. Wood y Rosenthlel! Rosenthiel. En ambos 

casoe se ha declarado nulo un segundo matrimonio, deopuéo-
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de haberse obtenido un divorcio ante los Tribunales del -

Estado de Chihuahua. Al etecto se ha invocado el princi­

pio general, sostenido en los Estados Unidos de Norteame­

rica, en el sentido de que no debe darse validez a un di­

vorcio decretado por un juez incompetente, como era el C!, 

so, debido a que la competencia debe fincarse en razón de 

un domicilio adquirido de buena té". <77> 

Para ilustrar mejor el criterio sustentado por 

los tribunales norteamericanos y que al parecer se encue_!l 

tra generalizado en los Estados Unidos, haremos referencia 

a diversas soluciones de los Tribunales del Estado de ca­
lifornia a cada uno de los tipos de divorcio migratorio. 

VALIDEZ OTOROADA A CADA TIPO DE DIVORCIO MIGRATORIO 

POR TRIBUNALES DEL ESTADO DE CALIFORNIA . 

Por Correspondencia: 

Du Quesnay !. Henderson, 74 P 2 d 294 (1937) 

En este caso la Corte Local de Apelación afir­

mó, en ravor de la esposa, la pensión q'Je le • 

había otorgado la corte de primera instancia,-

(77) Carrillo J.A.- Matrimonio y Divorcio en M'xioo a • 
la lu7. del Derecho Internacional Pr1Y~do.- Sobre.ti.ro 
de la Facultad de Derecho N•. 56 T XIV. oot-<11o.l9()4. 
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baa'1ldoae en un convenio aobre loa bienes, re­

dactado por la 1111~, rechazando el alegato • 

.del marido de que loa derechos de las partea• 

estaban detel'llinados por el divorcio mexicano 

y el convenio sobre propiedadea en 'l celebr.!, 

do. La Corte soatuvo que el domlc111o ea ne• 

cesarlo para dar Jurisdicción sobre la mate-• 

ria al tribunal, en un caso de divorcio '1 que 

la existencia de Jur11dicción 1iempre ea in•• 

terna ., ~e de.be analizarse entratándose de • 

Juicios extranJero1. 

Idéntica resolución hubo en el Caso Rud.nick v 

Rudn1ck, 280 P 2 d 96 (1955) 

Divorcio• Unilateralea o lx•parte: 

Sohalein !.Vinchell, •1 cal Rptr. 145 (196'l) 

Zn eate caao un d1•orc1o aex1cano unilateral • 

tué declarado nulo de acuerdo con la Lq Un!.­

torme de Reconocimiento de Divorcio• (Un1tor11• 

Divorce ftecogniUon Aot) en razón d• que ubo1 

cÓllJUg•• teníaa 1u doaioilio en ca11torn1a -­

cuando coaenzó el proced1a1ento en Mlxlco. La 
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Corte Local de A:pelao1Ón contt"."' la 1enteac1a 

dec~ar~tor1a en el aent1d~ de que la pr1ae:r& • 

_eapoaa, 1upue1taaente divorciada ea ll'x1co,era 

la verdadera legal. De1pué1 de rt'fir cao •• 

r1do 1 mujer durute vario• &!loa en C&l1torn1a 

con eu nueva eapoaa, el e1po1o_v.1no a ll~co • 

por un. par ~· d!aa donde obhYO la ~eatoaeta • 

de divorcio, ae volvió a caaar T regre1ó a ca-
11forn1a COD su nueva esposa, en donde radicó • 

haeta 1u muerte. La Corte baaó n dec1a1Óa en 

que por 117 ae requiere el doa1c111o pare dar 

Jur1ad1cc1ón 1 ea bastante endente ea eate ca 
. . . -

10 que el 111.rtdo no adqulr1ó doll1c111o en ll'Xi 
.. -

co; pero_ aú úa, 1e 101tuYO que aunque el do• 

m1c111o no_ ea UD requia1to 1ine quanon para • 

que loa cu vorcloa de paí1 extran,1ero aeua rec2 

nocldo1, ai 11 requiere_ que la Jur1adicción 9!. 

tranac1onal tenga un legítimo 1nteÑ1 en el •.1. 

tado civil de la• parto• T que cuaado el únlco 

propóalto que H tiene al buacar u d1'f0rclo -

en otro pa{a,11 evadir el orden Ptibl1oe oa11-­

tornlano, el Julclo no debe 1er reoo .. oldo. 

C.101 Sla1lar911 -1 011 Rptr. 373 

51 cal Rptr. 213 



Dlvorclo1 Bilaterales: 

Cloldea .! Clolden 68 P 2 d 928 (1937) 

Aqu{ ambos CÓft1Uge1 decidieron divorciarse por 

lo que cruzaron la frontera, hablaron con un • 

abogado 1 en un d{a obtuvieron una sentencia • 

aexicana de divorcio. La Corte sostuvo que • 

•no existe absolutamente nada dentro del orden 

público de este Bitado que requiera o sugiera• 

que un divorcio obtenido en estas circunstan•• 

clas deba ser reconocido 1 por lo tanto produ• 

clr sus erectos disolutivos del matr1Jnonio de 

las partes que tienen su doalcilio conJUg&l en 

este lstado. •Pudieron haber obtenido el divo,t 

clo a través de una llaaada telefónica•, ªKI"! 

gó el tribunal. 

Lo antea expueato pone en eTidencla que loa •! 

oionale1 d• aquello• litado• cura le~ialación •• ri~ri1 

ta en cuant• a la fijación de las causal•• de divorcio 1 

a la de l•• re~laa de competencia de los ór,ano1 juria•• 

diccionalea para conocer de 101 julcloa que veraen 1obre 

e1a aateria, •• ven prec11ado1 a evadirla• 1 •• dlr1K•n• 
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en busca de un ordenamiento legal que tavorezca sus pro• 

pósitos, sometiéndose deliberadamente a los tribunales • 

que son competentes de acuerdo con el mismo; de tal to,t 

ma que con su conducta conti~ran el tenómeno jurídico c,a 

nocido doctrinal.mente como fraude a la ley, el que tam-­

bién se origina cuando es desconocido el divorcio víncu• 

lar por· un Estado. 

Actualmente Bspafta, Italia, Argentina, Brasil, 

Chile, Colombia 7 Paraguay, no admiten la institución • 

del divorcio vincular, sino únicamente la separación de 

cuerpos, a mensa et thoro, sin ruptura del vínculo COllJ.!! 

gal. 

•euando un Estado no reconoce el divorcio 

vincular 7 el aatr111lonio se contrajo de acuerdo con sus 

le7ea 7 por na.cionales suyos, ea SWll&mente d1tíc11 que • 

los cÓn7U,es obtengan el reconocimiento en ese Estado de 

una sentencia de divorcio, ej9111plo: 11 caso Bauttremont. 

Bite caao rué resuelto por el Tribunal de Casación de • 

Prancia ea 18'78. In la sentencia que se dictó, se atir• 

llÓ que el caabio de nac1onal1dad de una· mujer casada pa• 

ra 101 puros erectos de acogerse a una ler que adlllit{a • 

el divorcio vincular, debía tenerse por fraudulenta 7, • 
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por tanto, Francia no estaba obli~ada a reconocer una 1e.n 

tencia de divorcio dictada en Alemania aobre baaea rraudJ! 
(78) 

lentas". 

Se ad•1erte pues, que en estos casos el medio -

empleado por los nacionales de loa Estados que no admiten 

el divorcio vincular ea el cambio de nacionalidad, median 

te la naturalización en el pa!s que sí lo reconoce. 

En nuestro medio, sin embarf'() 1 debido al pri.!l 

c1p1o de territorialidad de la leJ, adoptado por la le~1.!. 

lación civil de la República, basta que un extranjero se 

encuentre en cualquier entidad federativa, con domicilio• 

establecido en ella o c!omo transeunte, para que éata le -

sea aplicable. 

Retiriéndome ahora a la reforma al Artículo 96 

del Código de Procedimiento• Civiles de Sonora, de junio• 

de 1966, y tomando en coneideración lo antes expuesto, C.! 

be decir en primer término, que no responde a necesidad • 

urgente de tipo social o económico 1 tampoco aatisface a1 

~na necesidad práccica, pues dado que se limita únicame.u 

te a los divorcios voluntarios, 1 tomando en cuenta que • 

la causal fundada en el mutuo consentimiento de los cÓnn!, 

(78) Carrillo J,A,• Matrimonio 1 Divorcio en M'x1co a la 
luz del Derecho Internacional Privado. 

. .' 
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gea es admitido en las legislaciones de todos los Bata•• 

dos de la República, es aberrante que se hubiere amplia• 

do la jurisdicción de loa Tribunales Sonorenses en ese -

sentido, pues generalmente, por no decir siempre, este • 

tipo de divorcios ae plantea ante el juez del domicilio 

conJUg•l o ante el de cualquiera de loa consortes. 

Además, tomando en cuenta que la prórroga de 

competencia no presupone el establecimiento previo de d,g_ 

micilio de los solicitantes en la jurisdicción del eome• 

timiento, 1 al no ext~ir el reterldo cÓd1~ ni siquiera 

rta1denc1a de alguno de 101 cÓnJU~es para determinar la 

cOlllpetenc1a de los Tribunales del Estado para conocer de 

11a clase de divorcios, como lo exige el Estado de Chihu.! 

hua en el Art!culo 22 dt 1u le7 de divorcio, ee carece • 

dt todo punto de conexión, de tal modo que ei 1nclueo, -

como apuntábamoe con antelación, de acuerdo con loa pre­

cedentes jurisprudenciales de tribunales norteamericanoa, 

ee han rechazado sentencias obtenidas en loa Tr1bunalea­

dtl latado de Chihuahua por con1iderarlo1 incompetentes, 

debido a que la competencia debe fincarse en razón dt un 

domicilio adquirido de buena ré, con ma1or razón 1er{an­

reohazada1 111 que se obtuvieran en los tribunal•• eono• 

renae1 por el motivo indicado, lo que contribu1ria a au-
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aentar el de1preatigio, no de Sonora, sino de nueetro •• 

país. Por otra parte, el legi1lador local, no toaó en • 

consideración que al admitir la prórro~a de competencia -

en esas circunstancias, pro•ocaría el traude a la leJ del 

pa{e de origen de los cÓnJUges que eoaetieran su di•orcio 

al conocilliento de los Tribunales del Estado. 

Pinalaente, no tomó en consideración la reite• 

rada negati.a de las Convencione1 lnternac1ona1e1 coao • 

los Tratados de Montnideo de 1889 1 19'60 a admitir la 

1W1i1ión eXl)resa o tácita a determinada jur1ad1cc1Ón; el 

cond1c1onaa1ento a que soaetió su admisión el código de -

Blaetamante¡ la circunstancia apuntada por el maestro Si•• 

que1ros de •que la sola sumisión voluntaria de las partee 

con ausencia absoluta de otros elementos determinantes de 

la jurisdicción (domicilio, residencia, etc.} no basta P,! 

ra conterir co~petencia en el derecho an~lo1ajón•, ni, -

tinalmente, la autorizada opinión de tratadistas de esta• 

materia como el aiallO Siqueiro1, !duardo Trigueros 1 mu-­

cbos otro1, en el sentido de tavorecer la idea de que no 

debe ser prol'Z'O~able la competencia (territorial}, tratán­

doee de acciones 4•1 •1tado c1•11 de laa persona• 1 que -

su ada111ón 4ebt oondiclonar1e a que, cuando 11eno1 una de 

1&1 partea 1oaetida1, •• encuentre doaicil1ada dentro del 
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t'Qero en CUJO taYor 1e inteata prol'l"Ogar la competencia. 

Bn Y11ta de 1•• razone• expue1ta1, con11dero • 

que debe reYiearae la retol'lla 7 volYer al cr1ter1o auate.n 

tado _por el legialador en 1949, de tal .. nera que ee 1mP! 

da la prórroga a la competencia, trat,ndo1e de acciones • 

del estado ciYil de lae per1onaa o bien adecuarla a loa • 

pr1nc1p101 1nternac1onalllente adaitido1 7 que han quedado 

re1eftado1 en eate traba30. 

. ,' 
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CONCLUSIONES 

i• •• Es tacultad exclusiva de las entidades teder!. 

tivas legislar sobre capacidad 7 estado civil 

de las personas. 

2• •• Admitido el principio de territorialidad de -

la le7_por la.legislación local del Estado de 

Sonora, las normas que regulan esa materia -

son aplicables a nacionales 7 extranJeros por 

igual, estén domiciliados en el Estado o sean 

transeuntes. 

3• •• El Derecho Procesal Civil Internacional com•• 

prende en nuestra disciplina varios aspectos: 

au~il1o Judicial, ejecución de sentencias ex• 

tranJeras, admisión de las mismas como concr,! 

tización m'xima de la norma y conflicto de J~ 

risdiccionea. 

••.- La ejecución de sentencias extranjeras es CO,!l 

templada por el Derecho Internacional Publico 

T admitida en los ordenes internos. 
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Bl auxilio Judicial ee traduce en pequeftoe a~ 

tos procesales cura validez reconoce previa-­

mente la soberan1a solicitante • 

. s•.- La admis16n de sentencias como concretización 

de normas queda resuelta como admisión de he• 

chos o leyes extranjeras. 

Como manifestación propia 1 exclusiva de sobe -
ran1a, está el otorgar competencia al poder • 

Judicial y, en consecuencia, jurisdicción. 

1•.- Siendo as!, es irreductible el problema con•• 

tlict1vo de jurisdicciones en un·aspecto teÓ• 

rico; en el aspecto pr,ctico (técnico), la • 

soberanía, al otorgar jurisdicción, deberá de 

buecar la eticacia extraterritorial de sus 

sentencias, consi4erando las condiciones para 

su admisión; en caso contrario caería en el• 

r!diculo de su ineticacia. 

a• .• El divorcio est' condicionado al medio social 

de su aplicación, que contempla 1u legiela-­

dor territorial. 
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9• •• Al sustraerse las partes del divorcio al me• 

dio social que lo rige, obtienen como resul• 

tado la inadecuación de la norma a su situa• 

ci6n real. 

lo•.- En virtud de lo anterior, las soberanías es• 

tán en su pleno derecho de impedir la admi•• 

sión de la sentencia de divorcio extrafta. 

11• •• Dicha sentencia puede, o bien atacar el or-• 

den público, por lo que ya no sería admitida, 

o ser producto de un fraude a la ley, por lo 

que tampoco se le daría reconocimiento ó, en 

Última instancia, ser causa de desequilibrio 

en la Justicia y la igualdad ante la ley, 

12• •• En· vista de lo expuesto, la reforma al CÓd1• 

~o de Procedimientos Civiles del Estado de • 

Sonora se considera teor1camente adecuada, • 

pero tecn1camente deplorable, por lo que de­

be eliminarse o adecuarla a los principios • 

internacionalmente reconocidos en esa mate•• 

ria, 
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